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Seguimos avanzando con pie firme en el 
fortalecimiento de la impartición de justicia 
tamaulipeca, a través de avances sustantivos en 
materia de infraestructura, el impulso de mecanismos 
de colaboración con dependencias afines, el uso 
de la tecnología como nuestro principal aliado, así 
como en la consolidación de las reformas medulares 
sobre la función jurisdiccional.

Y es precisamente en este último contexto en el cual 
me complace compartir con la comunidad jurídica 
de Tamaulipas, la obtención por parte de la Comisión 
Nacional de Mejora Regulatoria (CONAMER), 
del Certificado Nacional que avala los criterios 
establecidos para la correcta implementación de 
los juicios orales mercantiles, lo anterior con una 
vigencia de 2 años, como resultado de las altas 
calificaciones obtenidas en los diversos indicadores 
evaluados.

Mi agradecimiento puntual a todas y todos los que 
han contribuido en este importante logro, que por 
tercera ocasión se entrega a esta judicatura, en 
virtud de sus fortalezas en materia de capacitación, 
estadística judicial, disponibilidad de salas de 
audiencias y sistemas tecnológicos, en el plano de 
la justicia mercantil. 

En el ámbito de la carrera judicial seguimos 
promoviendo una dinámica participación del 
propio personal, pues, privilegiamos la integración 
de aquellos que ya se desempeñan en el ámbito 
jurisdiccional, sin omitir por supuesto, la llegada de 
juristas externos, que demuestren las habilidades y 
capacidades óptimas para el cargo de juez.

Con los poderes judiciales de las entidades 
federativas seguimos motivando coincidencias y 
alianzas para el impulso de la justicia local, es por 
ello que participamos en forma entusiasta en la 
inauguración del Segundo Congreso Nacional de 
Justicia Familiar “Paradigmas de la Sociedad Actual” 
a convocatoria del Poder Judicial del Estado de 
México, convencidos de la importancia de esta 
rama de la justicia para contribuir a la armonía y paz 
social.

PRESENTACIÓN

Magistrado Horacio Ortiz Renán
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
y del Consejo de la Judicatura de Tamaulipas
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REFORMAS LEGISLATIVAS

Diario Oficial de la Federación

DECRETO por el que se adiciona una fracción X al artículo 5o. de la Ley 
de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.  

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas Leyes Federales. 
En esencia, para observar el principio de paridad de género.  

I. DECRETO por el que se deroga la fracción I del artículo 26 de la Ley 
Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.  

II. DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 
de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas. 

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
la Ley General de Salud, en materia de Salud Mental y Adicciones.  

DECRETO por el que se reforman los artículos 1 y 9 de la Ley Federal 
para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

I. DECRETO por el que se reforman los artículos 17, 35 y 36 de la Ley 
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 

II. DECRETO por el que se adiciona un inciso l) a la fracción II del artículo 
12 de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

III. DECRETO por el que se reforma el artículo Quinto Transitorio 
del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal de la Defensoría 
Pública, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de justicia laboral, 
libertad sindical y negociación colectiva”, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 1 de mayo de 2019. 

DECRETO por el que se prohíbe la circulación y comercialización en 
el interior de la República, cualquiera que sea su procedencia, de los 
Sistemas Electrónicos de Administración de Nicotina, Sistemas Similares 
sin Nicotina, Sistemas Alternativos de Consumo de Nicotina, cigarrillos 
electrónicos y dispositivos vaporizadores con usos similares, así como las 
soluciones y mezclas utilizadas en dichos sistemas.  

Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas

I. DECRETO No. 65-164 mediante el cual se reforma el artículo segundo 
transitorio del Decreto No. LXIV-795 mediante el cual se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado, en materia de tribunales laborales, publicado el Periódico 
Oficial del Estado el 29 de septiembre de 2021. 

I. DECRETO No. 65-151 mediante el cual se declaran procedentes 
las observaciones parciales del Titular del Ejecutivo del Estado de 
Tamaulipas, en relación al Decreto Número 65-138, mediante el cual se 
adicionan los párrafos quinto y sexto al artículo 59 del Código Civil para 
el Estado de Tamaulipas; por lo que derivado de la aprobación de las 
observaciones formuladas se hace necesario desechar el párrafo sexto 
adicionado al artículo 59 del Código Civil para el Estado de Tamaulipas, 
del Decreto Número 65-138, para darle coherencia normativa necesaria 
para su aplicación. 

II. DECRETO No. 65- 153 mediante el cual adiciona un artículo 89 Bis a la 
Ley de Salud para el Estado de Tamaulipas.  

III. DECRETO No. 65-154 mediante el cual se reforman los incisos ñ) y 
o), y se adiciona el inciso p) al párrafo 1 del artículo 9 de la Ley para 
Prevenir y Erradicar la Discriminación en el Estado de Tamaulipas. 

IV. DECRETO No. 65-155 mediante el cual se reforma la fracción XXV, y 
se adiciona la fracción XXVI, recorriéndose la actual XXVI, para ser XVII 
del artículo 12 de la Ley de Educación para el Estado de Tamaulipas  

V. DECRETO No. 65-156 mediante el cual se reforma el artículo 34, 
párrafo 1, fracción VI de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Tamaulipas; y se adiciona el inciso e) a la 
fracción I del artículo 3º recorriéndose las subsecuentes en su orden 
natural de la Ley de Salud para el Estado de Tamaulipas. 

DECRETO No. 65-141 mediante él se emite la declaratoria de extinción 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tamaulipas. 

II. DECRETO por el que se adiciona una fracción XIV al artículo 17 de la 
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres. 
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CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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Crónicas de la
Judicatura

La Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (CONAMER) avaló por tercera 
ocasión la implementación de los juicios orales mercantiles en el Poder 
Judicial del Estado de Tamaulipas, con la entrega del Certificado Nacional 
que evalúa los estándares requeridos para dicho fin. 

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S

CONAMER AVALA JUICIOS 
ORALES MERCANTILES 
EN TAMAULIPAS

CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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Lo anterior, como resultado del proceso 
de evaluación que realizó dicho 
organismo en indicadores como 

marco jurídico y normativo, actividades 
de capacitación, estadística judicial, 
disponibilidad de salas de audiencias, entre 
otros, en los que la judicatura estatal obtuvo 
calificaciones aprobatorias entre el 100 y el 94 
%, lo que le permitió acceder a una vigencia 
de dos años en esta tercera certificación 
recibida, de acuerdo a la Tabla de Vigencias 
del Certificado JOM de la CONAMER.



CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA

10

Así, el pasado viernes 6 de mayo, en reunión virtual a través de la plataforma Zoom, se llevó a 
cabo la entrega del referido certificado al Poder Judicial del Estado de Tamaulipas por parte 
del Dr. Alberto Montoya Martín del Campo, Comisionado Nacional de Mejora Regulatoria, 
con la participación de las Consejeras de la Judicatura Xóchitl Selena Silva Guajardo, y Ana 
Verónica Reyes Díaz.

En representación del Magistrado Horacio Ortiz Renán, Presidente del Supremo Tribunal de 
Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado, la Consejera Ana Verónica expuso lo 
siguiente:

“Es un gusto para nosotros estar presentes en este acto y es un gran honor ser acreedores, por 
tercera ocasión, de la Certificación Nacional de Juicios Orales Mercantiles, otorgada por la 
Comisión Nacional de Mejora Regulatoria y avalada por la Comisión Nacional de Tribunales 
Superiores de Justicia, al cumplirse con los estándares necesarios que derivan en la correcta 
implementación de los juicios orales mercantiles en nuestra entidad, Tamaulipas”, señaló la 
Consejera en su mensaje.

Dijo además que dicho logro había sido posible a través de acciones de mejora regulatoria 
que aseguran una impartición de justicia de calidad, pronta y expedita en materia mercantil, 
simplificando los trámites y fomentando las buenas prácticas; y, por supuesto, con el esfuerzo 
de las y los jueces al capacitarse de manera constante en la oralidad mercantil y compartir 
sus conocimientos en la aplicación diaria de la justicia en favor de la sociedad.

“Refrendo el compromiso de la Judicatura Estatal Tamaulipeca, para continuar mejorando el 
servicio judicial en los procedimientos orales mercantiles y mantener la certificación otorgada; 
acatando, en todo momento, las recomendaciones que se realicen, seguros de los beneficios 
de esta certificación para los usuarios de la justicia mercantil, ya que, contar con servidores 
judiciales con altos niveles de capacitación, disponibilidad de salas de audiencias, sistemas 
tecnológicos, cumplir con los tiempos de resolución y demás aspectos que se evalúan, dan 
como resultado una justicia ágil, accesible y transparente que favorece la certeza jurídica de 
los justiciables, reduciendo los costos administrativos de los juicios”, concluyó.
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CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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Crónicas de la
Judicatura

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S

CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA

Con el compromiso irrenunciable de guardar y hacer guardar la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la particular del Estado de 
Tamaulipas, así como de las leyes que de ella emanen, rindieron protesta dos 
nuevos impartidores de justicia el pasado martes 10 de mayo, ante el Pleno 
del Supremo Tribunal de Justicia.

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

PROTESTAN AL CARGO 

NUEVOS IMPARTIDORES
DE JUSTICIA
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Así, frente a las Magistradas y 
Magistrados que integran dicho 
órgano de justicia, asumieron 

el cargo de juez la Licenciada Ayerim 
Guillén Hernández y el Licenciado Gerardo 
Rodríguez Vera, en ceremonia encabezada 
por el Magistrado Horacio Ortiz Renán, 
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y 
del Consejo de la Judicatura del Estado de 
Tamaulipas. 



CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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Posteriormente, en apego a las atribuciones y 
facultades de las y los integrantes del Consejo de 
la Judicatura, se adscribió a la Licenciada Guillén 
Hernández como Jueza de Primera Instancia Mixta, 
en el Décimo Distrito Judicial con residencia en 
Padilla, y habilitada como Jueza de Control del 
Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral de la 
Primera Región Judicial.

Por su parte, el Licenciado Rodríguez Vera fue 
adscrito como Juez de Control del Sistema de 
Justicia Penal Acusatorio y Oral de la Cuarta Región 
Judicial con cabecera en la ciudad de Nuevo 
Laredo, ambos nombramientos con efectos a partir 
del lunes 16 de mayo de 2022.

Al término del acto protocolario de toma de 
protesta, el Magistrado Horacio Ortiz Renán, impuso 
a los nuevos juzgadores el distintivo que portan los 
integrantes de la judicatura tamaulipeca, además 
de hacerles entrega del Decálogo y Código de 
Ética que norma la conducta de los impartidores de 
justicia en Tamaulipas.
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Crónicas de la
Judicatura

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S

CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA

El Magistrado Horacio Ortiz Renán, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
y del Consejo de la Judicatura del Estado de Tamaulipas, participó de manera 
virtual a través de internet en la inauguración del Segundo Congreso Nacional 
de Justicia Familiar “Paradigmas de la Sociedad Actual”, a convocatoria del 
Poder Judicial del Estado de México.

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

CELEBRAN SEGUNDO

CONGRESO NACIONAL DE 
JUSTICIA FAMILIAR
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Fue el pasado miércoles 11 de mayo y hasta el sábado 14 del mismo mes, cuando se 
llevaron a cabo los trabajos de este congreso dirigido a magistrados, jueces, servidores 
judiciales, litigantes, estudiantes de derecho y público en general, en donde a través 

de conferencias magistrales, mesas de diálogo, foros y concurso de sentencia se estableció 
como tema principal la “Perspectiva de discapacidad”.

Como parte del programa que incluyó actividades presenciales transmitidas a través de 
Facebook Live, se impartieron las conferencias “El modelo de la discapacidad basado en 
los derechos humanos”, “La inclusión en la familia de un integrante con discapacidad”, 
“Masculinidades positivas para erradicar la violencia” y “Micromachismos, violencia invisible”, 
entre otras.

Además, se celebraron las mesas de trabajo “Usos y Costumbres en materia familiar en los 
pueblos originarios”, con sede en el Centro Ceremonial Otomí y “Desafíos de la adopción”, así 
como la presentación del libro “Leyes, Neuronas y Hormonas” y el Foro de diálogo “Maternidad 
subrogada desde una mirada clínica y jurídica”.
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Para el año de 1938, se reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial, esto se dio por decreto número 212, en
ella se menciona que el poder judicial se ejerció por el Tribunal Superior de Justicia, por los jueces de 1ª

Instancia, por los jueces de Paz y por los Jurados.

En el artículo 5º, del capítulo 2º, de la Ley Orgánica se señala: “El Tribunal Superior de Justicia se compondrá
de tres magistrados que serán nombrados por el Congreso del Estado y que durarán en su cargo un periodo 

de dos años que se iniciará el 5 de febrero de cada  año impar y rendirán su protesta ante el mismo Congreso”.

En el artículo número 11 se menciona que “la presidencia del Tribunal Superior de Justicia se desempeñará
por los magistrados que lo integran mediante turno, y orden numérico, durando en sus funciones uno cada

cuatro meses”.

En 1938 aún se mantenía el Tribunal con sus tres Salas Unitarias, compuestas cada uno por un magistrado,
un secretario y demás personal. En el caso de los Juzgados, se indica en el artículo 29 de la Ley Orgánica del

Poder Judicial, que el territorio del Estado se dividió  en nueve distritos judiciales: Ciudad Victoria, Tampico,
Mier, Nuevo  Laredo, Matamoros, Reynosa, Mante, Tula y San Carlos.

En el informe de labores que rinde el Ing. Marte R. Gómez, gobernador del estado en 1938, en materia de la
Justicia notó que los delitos de homicidios y lesiones siguen siendo frecuentes, lo que consideraba como un
problema social. La mayoría de estos delitos eran cometidos por personas analfabetas. Señalaba: “ojalá que
decirlo baste para que nazca un saludable deseo de superación en las autoridades y ciudadanos.” En cuanto 

a las relaciones del Poder Judicial con el Ejecutivo, menciona “casi parece ocioso anotar que han seguido
siendo de mutuo respeto y de franca colaboración”.

 En 1939 recalcó que la criminalidad en el estado, es originada por la ebriedad. La ebriedad frecuentemente 
origina riñas, que provocan finalmente los homicidios. En ese año Matamoros fue señalado como una de las

ciudades con más homicidios, en segundo lugar se encontró a Ciudad Victoria y en tercero a Reynosa.
Por último, en el informe de labores de 1940, el Ing. Marte R. Gómez señaló que en cuanto al rendimiento de
la administración de justicia, el Ejecutivo se sintió reconfortado por los frutos que logró sólo con examinar

pormenorizadamente, la actuación de los distintos funcionarios del Poder Judicial.

 Apunta que los funcionarios lentos al atender los asuntos criminales se han ido eliminando, al formarse
las ternas para la renovación de personal o por renuncia y paulatinamente, se han ido seleccionando jueces

trabajadores  para incorporarlos al ramo de justicia. Contándose así con abogados  jóvenes cuyo entusiasmo
profesional y dinamismo, han llevado el refuerzo de una sangre joven a dependencias que amenazaban con 
anquilosarse. En este informe,  se señaló nuevamente que la ignorancia siguió revelándose como factor de la 
delincuencia. La escuela, como la educación profesional y la disciplina moral que se  imparte, parece seguir

siendo la única segura contra la criminalidad.

L e y  O r g á n i c a  d e l  P o d e r
J u d i c i a l  d e  1 9 3 8  y  e l
s u r g i m i e n t o  d e  l o s
p e r i o d o s  b i a n u a l e s .
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INSTITUTO METROPOLITANO DE PLANEACIÓN
DEL SUR DE TAMAULIPAS

MISIÓN:
Llevar a cabo procesos de planeación a través de estudios, diagnósticos, pronósticos, propuestas, y 
establecimiento de estrategias y planes, para lograr un desarrollo urbano de calidad en beneficio de la 
sociedad en general, integrada por los habitantes, gobiernos municipales, empresas privadas y públicas y 
organizaciones civiles de los municipios de Altamira, Cd. Madero y Tampico.

VISIÓN:
Ser un Instituto de planeación modelo en el país, reconocido y valorado por la sociedad, por su ética, 
profesionalismo, eficiencia y creatividad, que genere planes de desarrollo integral de la más alta calidad, e 
implemente estrategias de vanguardia para su aplicación, apoyado en tecnología de punta y en personal 
altamente calificado, para solucionar la problemática urbanística actual y futura, en la búsqueda de un 
desarrollo físico sustentable de la Zona Conurbada.
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La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través del amparo 
directo en revisión 1766/2021 por unanimidad de votos, resolvió que la negativa de 
reconocimiento de concubinato, tomando como base únicamente el incumplimiento 
del plazo prescrito por el legislador, no resulta compatible con la protección integral a 
la familia contenida en la Constitución General. Pues ante la falta de satisfacción de este 
requisito el órgano jurisdiccional tiene la obligación de analizar otra clase de indicios 
que sugieran una intención común de permanencia entre los concubinos.

Este criterio emana de un juicio en el que una mujer demandó de la sucesión de su pareja 
el reconocimiento de su carácter de concubina y el pago de una pensión alimentaria. 
Sin embargo, el juez negó dicho reconocimiento dado que no cumplió con el plazo de 5 
años que señalaba el Código Civil del Estado de Jalisco.

Por: Lic. Lizeth Elizabeth Castillo Juárez

EL CONCUBINATO NO PUEDE 
SUJETARSE A PLAZOS ARBITRARIOS 

EN PERJUICIO DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LAS PARTES: 

PRIMERA SALA DE LA SUPREMA
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

P E R S P E C T I VA
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En su sentencia, la Primera Sala destacó la importancia de ajustar la normatividad incorporando un 
modelo flexible e idóneo capaz de garantizar la inclusión de todas las estructuras familiares aún si 
no se ajustan a una visión tradicional.

En este sentido, concluyó que el análisis caso por caso no puede ser sustituido por un criterio 
generalizado y apriorístico -y, por lo tanto, excluyente- que determine un plazo fijo como requisito 
indispensable para el reconocimiento de los derechos humanos inherentes a la familia que están 
protegidos por el artículo 4º constitucional. Por lo tanto, en los casos en los que se esté ante un 
requisito legal que sirva como obstáculo para que los miembros de un grupo familiar accedan a los 
derechos reconocidos en la Constitución Federal, las personas juzgadoras deben ser sensibles ante 
los hechos y priorizar la protección constitucional de la familia.

De esta manera, la Sala determinó que para evitar que el incumplimiento del requisito temporal opere 
para excluir indebidamente a una pareja de hecho de los derechos que le reconoce la legislación, 
la jueza o juez familiar deberá recabar todas las pruebas necesarias para verificar si en el caso es 
posible notar que entre las personas que alegan ser concubinos hubo en efecto una relación de 
convivencia que cuenta con los elementos de estabilidad, afectividad, solidaridad y ayuda mutua, 
los cuales deberán ser analizados como parte de un conjunto integral de interrelaciones.

Así, la persona juzgadora deberá constatar lo anterior, a partir de la verificación de ciertos factores, 
tales como: el nivel de compromiso mutuo, la existencia de una relación estable de carácter 
sentimental entre las partes, un domicilio común, su naturaleza y alcance, las relaciones de 
dependencia económica que puedan existir entre las partes, la conformación de un patrimonio 
común, los aspectos públicos de la relación, las contribuciones pecuniarias o de otro tipo realizadas 
por las partes y el posible perjuicio para éstas en caso de negarse la declaratoria.

A partir de estas consideraciones, la Primera Sala revocó la sentencia y ordenó devolver el asunto 
al Tribunal Colegiado para que dicte una nueva conforme a los parámetros antes expuestos y en 
concordancia con su obligación de juzgar con perspectiva de género.

Recuerden que, el conocimiento brinda la oportunidad de generar el cambio.
¡Comprométete con la noble lucha de los derechos humanos!



Sinopsis:
Durante la primera cita de una pareja de afroamericanos, sin motivo aparente, ambos son detenidos por 
la policía. Tras asesinar al agente en defensa propia, juntos se darán a la fuga, propiciando así una huida 
desesperada de las autoridades. 

Dirección: Mel ina Matsoukas
Producción: Mel ina Matsoukas
Música: Lena Waithe
Montaje: Pete Beaudreau

Protagonistas: Daniel Kaluuya, Bokeem Woodb ine y
Chloë Sev igny
País: Estados Un idos
Año: 2019
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esto es, la manera en que logrará las 
metas y los objetivos. En ese contexto, la 
persona soltera tiene derecho a decidir 
de manera independiente vivir en pareja, 
y en ese supuesto, puede hacerlo a través 
del concubinato, que como una de las 
formas de familia, es una unión de hecho 
de dos personas que voluntariamente 
deciden hacer una vida en común, cuya 
unión fáctica –una vez cumplidos ciertos 
requisitos– tiene consecuencias jurídicas 
en aras de proteger a los concubinos –
durante el concubinato y, de ser el caso, su 
terminación– y a su familia. En ese sentido, 
se considera excesivo que la norma en 
análisis imponga como única opción, sin 
tomar en consideración la autonomía 
de la voluntad de los concubinos, un 
régimen patrimonial de comunidad 
de bienes, pues si bien el legislador 
cuenta con facultades para establecer 
medidas para la protección de la familia, 
ello no debe implicar una distinción 
arbitraria en torno a las consecuencias 
patrimoniales del concubinato, sin 
permitir a sus integrantes elegir entre 
la separación de bienes o su comunidad 
sociedad conyugal, tal como ocurre 
en el matrimonio. Sin embargo, no 
se desconoce que para alcanzar los 
fines del derecho de protección a la 
familia, el concubinato, como una de 
sus formas, implica consecuencias para 
sus integrantes; por ello, el respeto a su 
derecho de disponer de su patrimonio, 
no implica que nunca estén constreñidos 
a cumplir con ciertas obligaciones como 
la de dar alimentos o indemnizarse, y 
dado el caso, velar por el sano desarrollo 
de los menores que hayan procreado 
dentro de su unión.

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 41/2022 (11a.)

RÉGIMEN PATRIMONIAL EN EL 
CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 273, 
PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO 
CIVIL DEL ESTADO DE QUERÉTARO, 
AL IMPONER LAS REGLAS RELATIVAS 
A LA COMUNIDAD DE BIENES, ES 
CONTRARIO AL DERECHO DE LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. 

Hechos: Una señora demandó a su 
concubino, entre otras prestaciones, la 
terminación judicial del concubinato, 
liquidación de bienes en términos 
del tercer párrafo del artículo 273 del 
Código Civil del Estado de Querétaro y la 
indemnización; el demandado reconvino 
esencialmente la terminación del vínculo, 
así como la declaración de domicilio de 
depósito a su favor. En primera instancia 
se declaró procedente la terminación del 
concubinato, y la liquidación de bienes a 
razón del 50% (cincuenta por ciento), e 
improcedentes las demás prestaciones. 
En apelación se modificó la resolución 
en lo atinente a los bienes que debían 
integrar la comunidad de bienes, 
excluyendo un inmueble propiedad del 
demandado sobre el que se edificaron 
casas durante el concubinato, por 
estimar que sólo pertenecían a este 
último. La actora promovió juicio de 
amparo directo en el que se determinó 
concederlo para que las casas de mérito 
fueran consideradas gananciales y, 
por ende, objeto de liquidación de la 
comunidad de bienes en términos del 
artículo de referencia. El demandado, 
tercero interesado, interpuso amparo 
directo en revisión, en el que reclamó 
la inconstitucionalidad del artículo en 
mención, y señaló como primer acto de 
aplicación en su perjuicio la sentencia 
recurrida. Criterio jurídico: La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que el tercer párrafo del 
artículo 273 del Código Civil del Estado 
de Querétaro, al imponer la comunidad 
de bienes como el régimen patrimonial 
bajo el cual ha de regirse el concubinato, 
vulnera el derecho de libre desarrollo 
de la personalidad. Justificación: El 
establecimiento de la comunidad de 
bienes en forma predeterminada para 
el concubinato impide a sus integrantes 
elegir libremente a qué régimen se 
quieren someter, por lo que supone 
una medida desproporcional frente 
al derecho de libre desarrollo de la 
personalidad, conforme al cual toda 
persona tiene derecho a elegir de forma 
libre y autónoma su proyecto de vida, 

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 44/2022 (11a.)

ESTUDIO CONSTITUCIONAL DE LA 
PRISIÓN PREVENTIVA EN EL JUICIO DE 
AMPARO. NO SE ACTUALIZA LA CAUSAL 
DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXI, DE LA 
LEY EN LA MATERIA, CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO HA SIDO LA IMPOSICION 
DE LA PRISION PREVENTIVA, AUN SI 
SOBREVIENE UNA RESOLUCIÓN DE 
REVISION DE MEDIDAS CAUTELARES 
QUE LA CONFIRMA. HECHOS:

Los tribunales contendientes llegaron 
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a conclusiones opuestas sobre la 
procedencia o no del juicio de amparo, en 
términos del artículo 61, fracción XXI, de la 
ley en la materia, referente a la cesación 
de efectos, cuando el acto reclamado 
es la imposición de la prisión preventiva 
en el proceso penal y sobreviene una 
resolución de revisión de medidas 
cautelares que la deja subsistente. 
CRITERIO JURÍDICO: Cuando en el juicio 
de amparo se reclama la imposición de 
la prisión preventiva, aun cuando luego 
sobrevenga una revisión de medidas 
cautelares y se resuelva mantener 
su subsistencia en el proceso penal, 
esto no hace improcedente el estudio 
constitucional de la prisión preventiva 
reclamada de origen, precisamente, 
porque no ha sido modificada ni 
revocada, sino que la misma permanece 
y sigue afectando a la persona que 
la sufre. JUSTIFICACIÓN: La medida 
cautelar de prisión preventiva debe ser 
revisada en el proceso penal, tanto por su 
propia naturaleza como por su especial 
gravedad y excepcionalidad; esto implica 
que puede o no mantenerse. Así, si la 
imposición de la prisión preventiva fue 
impugnada en el juicio de amparo, es claro 
que cuando se ha resuelto su subsistencia 
bajo su revisión por la autoridad en 
el proceso penal, resulta procedente 
su estudio conforme al parámetro de 
control de regularidad constitucional. 
Por ello, se impone a los tribunales de 
amparo un mayor y estricto escrutinio en 
el estudio constitucional de esta grave 
y excepcional medida cautelar, desde 
el origen de la prisión preventiva como 
acto reclamado y cuando precisamente 
subsiste en el proceso penal en perjuicio 
de la persona que instó la acción 
constitucional. Esta Primera Sala ya ha 
interpretado la causal de improcedencia 
correspondiente a la cesación de efectos 
del acto reclamado, concluyendo que 
no basta que la autoridad responsable 
modifique tal acto, sino que es necesario 
que destruya todos sus efectos en 
forma total e incondicional, de modo 
tal que la cesación no deje huella que 
amerite ser reparada por la protección 
constitucional. Por consecuencia, si la 
prisión preventiva subsiste, resultaría 
un contrasentido desestimar su estudio 
constitucional cuando sea revisada 
eventualmente en el proceso penal, pero 
finalmente mantenida en perjuicio de la 
persona que la resiente al estar interna 
en un centro de reclusión.

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 45/2022 (11a.)

PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LOS 
ARTÍCULOS 201, FRACCIÓN I, 202, 
PÁRRAFO PRIMERO, Y 205, PÁRRAFO 
PRIMERO, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES QUE 
ESTABLECEN QUE SÓLO EL MINISTERIO 
PÚBLICO PUEDE SOLICITARLO, 
NO TRANSGREDEN EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA EN SU 
VERTIENTE RESTAURATIVA. 

Hechos: Una Jueza de Control 
consideró improcedente la apertura 
del procedimiento abreviado solicitada 
por la defensa de un imputado, porque 
los artículos 201, 202 y 205 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales 
establecen que debe pedirlo el Ministerio 
Público. Posteriormente, un Juez de 
Distrito sobreseyó en el juicio de amparo 
indirecto en el que se cuestionó la 
constitucionalidad de dichos preceptos, 
pero el Tribunal Colegiado de Circuito 
que conoció del recurso de revisión 
respectivo levantó el sobreseimiento y 
ordenó remitir los autos a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para 
que resolviera los temas relativos a su 
competencia originaria. Criterio jurídico: 
La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que 
los artículos 201, fracción I, 202, párrafo 
primero, y 205, párrafo primero, del 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales, al establecer que corresponde 
únicamente al Ministerio Público 
solicitar el procedimiento abreviado, 
no transgreden el derecho de acceso a 
la justicia en su vertiente restaurativa. 
Justificación: La interpretación 
sistemática de los artículos 17, párrafo 
quinto, y 20, apartado A, fracción 
VII, constitucionales, revela que el 
procedimiento abreviado tiene una doble 
función en el sistema penal acusatorio 
y oral: instrumental y de garantía. 
Su función instrumental consiste en 
despresurizar las altas cargas de trabajo 
de los órganos jurisdiccionales; mientras 
que su función de garantía obedece a que 
se erige como un mecanismo de acceso a 
la justicia restaurativa. Esta circunstancia 
denota que el procedimiento abreviado 
no es un derecho en sí mismo, sino una 
institución procesal diseñada para hacer 
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más eficiente el sistema y materializar la 
justicia restaurativa, por lo que el derecho 
que subyace es el de acceso a la justicia 
en su vertiente restaurativa, el que se 
verá afectado en la medida en que se 
impida u obstaculice injustificadamente 
acudir al mismo. Así, la circunstancia de 
que en los artículos 201, fracción I, 202, 
párrafo primero, y 205, párrafo primero, 
del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, se faculte únicamente al 
Ministerio Público para solicitarlo al Juez 
de Control, no obstaculiza ni impide 
el acceso a una justicia restaurativa, 
pues lo relevante en el procedimiento 
abreviado no es la función del Juez de 
Control –que consiste en verificar que se 
cumplan las características que le dan 
validez–, sino el acuerdo al que lleguen 
las partes respecto a la reparación del 
daño y la reducción de la pena a imponer 
–el cual no corresponde modular al Juez 
de Control–, por lo que tal solicitud se 
reduce a una simple notificación de que 
se alcanzó un acuerdo, de lo que se sigue 
que resulta irrelevante quién la formule 
para efectos de ejercer el derecho de 
acceso a una justicia restaurativa. Lo 
realmente trascendente es que exista un 
panorama que permita el acercamiento 
de las partes a fin de que puedan llegar 
a un acuerdo, el que se encuentra 
salvaguardado por los artículos 117, 
fracción X, y 131, fracción XVIII, del 
Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en tanto establecen que ambas 
partes, defensa y acusador, deben estar 
dispuestos a negociar la posibilidad 
de acudir al procedimiento abreviado. 
Además, el hecho de que se establezca 
que corresponde al Ministerio Público 
solicitarlo, lejos de obstaculizar el acceso 
al mismo, lo agiliza, en tanto que permite 
que en la solicitud respectiva se fijen 
las bases necesarias para verificar la 
aceptación informada por parte del 
implicado respecto a resolver el conflicto 
de esa manera y sus consecuencias, esto 
es, la acusación, los datos de prueba que 
la sustentan, las penas y el monto de la 
reparación del daño. 

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 46/2022 (11a.) 

ACCIONES COLECTIVAS INDIVIDUAL 
HOMOGÉNEA O EN ESTRICTO 
SENTIDO. LA ASOCIACIÓN CIVIL QUE 
LAS PROMUEVA DEBE PRECISAR EN 
LA DEMANDA EL NOMBRE DE POR 
LO MENOS TREINTA INTEGRANTES 
DE LA COLECTIVIDAD ACTORA COMO 
REQUISITO DE LEGITIMACIÓN PARA 
SU ADMISIÓN. HECHOS: 

Los Tribunales Colegiados contendientes 
resolvieron asuntos en los que analizaron 
la necesidad de que en la demanda 
de una acción colectiva individual 
homogénea o en estricto sentido, se 
señalen al menos treinta nombres de los 
miembros de la colectividad afectada, 
cuando la acción relativa es promovida 
por las asociaciones civiles a que se 
refiere el artículo 585, fracción III, del 
Código Federal de Procedimientos 
Civiles. Además, arribaron a posiciones 
contradictorias, pues uno de ellos sostuvo 
que sí es necesario cumplir con este 
requisito en atención a que es un aspecto 
que forma parte de la legitimación 
activa en la causa, mientras que el otro 
concluyó que ese señalamiento no es 
necesario, bajo la consideración esencial 
de que al estar la asociación registrada 
ante el Consejo de la Judicatura Federal 
se encuentra exenta de tal exigencia. 
CRITERIO JURÍDICO: La asociación civil 
que promueva una acción colectiva 
individual homogénea o una en estricto 
sentido debe precisar en la demanda 
el nombre de por lo menos treinta 
integrantes de la colectividad actora 
porque se trata de un requisito formal 
de la demanda y de la legitimación 
activa en la causa, lo cual resulta ajeno 
a las condiciones para actuar como 
representante, pues esto último se refiere 
exclusivamente a la legitimación en el 
proceso. JUSTIFICACIÓN: Del análisis 
sistemático de los artículos 585 a 588 
del Código Federal de Procedimientos 
Civiles que regulan la substanciación 
de las acciones colectivas, se arriba 
a la conclusión de que son distintas 
la legitimación en el proceso, la 
legitimación en la causa y los requisitos 
formales de una demanda colectiva. La 
primera corresponde con la facultad 
de actuar como representante de una 
colectividad afectada dentro del juicio 
respectivo. Por su parte, la legitimación 
en la causa consiste en la titularidad del 
derecho reclamado, es decir, quienes 
deben recibir los beneficios de la acción 
ejercida. Finalmente, los requisitos 
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formales de la demanda en términos del 
artículo 587 del referido ordenamiento 
constituyen aquellas exigencias 
establecidas en la ley que debe cumplir 
cualquier persona que pretenda ejercer 
una acción colectiva, los cuales tienen su 
propia y específica finalidad (el tribunal 
ante el cual se promueve, el nombre del 
representante legal, los de los miembros 
de la colectividad promoventes de la 
demanda, entre otros). Por lo tanto, aun 
cuando la demanda sea presentada por 
una asociación civil, si se trata de una 
acción colectiva en sentido estricto o 
individual homogénea, con apoyo en el 
artículo 588, fracción III, del citado código 
adjetivo, necesariamente debe contener 
el nombre de al menos treinta de los 
integrantes de la colectividad actora 
para poder ser admitida. Lo anterior 
es debido a que las exigencias para 
constituirse como una asociación civil 
con facultades para promover demandas 
colectivas pertenecen al ámbito de la 
legitimación procesal, aspecto que es 
independiente de los requisitos para 
configurar la legitimación activa en la 
causa, así como los elementos formales 
que debe contener una demanda, los 
cuales se establecen de manera general, 
sin atender al tipo de representante que 
presente la demanda, y sin que se advierta 
motivo para efectuar alguna diferencia. 
Además, si bien en nuestro régimen 
jurídico opera el sistema de suscripción 
o incorporación voluntaria (opt in) que 
permite a los afectados adherirse a 
la acción incluso después de haberse 
dictado la sentencia, tal circunstancia no 
deja de ser un aspecto futuro e incierto, 
de manera que podría darse el escenario 
de que muchas personas se sumaran 
a la demanda colectiva, pero también 
existe la posibilidad de que ninguna lo 
hiciera, lo que es muy relevante porque 
de no exigir la identificación de un grupo 
específico de la colectividad afectada 
desde el inicio del procedimiento 
llevaría a tramitar todo un juicio, sin que 
al final exista una persona que pueda 
recibir la indemnización obtenida, lo 
cual implicaría la substanciación de 
juicios infructuosos y podría generar 
una situación que no es aceptable dada 
la enorme cantidad de recursos que se 
invierten para solventar la administración 
de justicia. 

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.  

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 47/2022 (11a.)

ACCIONES COLECTIVAS INDIVIDUAL 
HOMOGÉNEA O EN ESTRICTO 
SENTIDO. LA ASOCIACIÓN CIVIL QUE 
LAS PROMUEVA, ADEMÁS DE LA 
INDICACIÓN DE LOS NOMBRES EN LA 
DEMANDA DE LOS INTEGRANTES DE 
LA COLECTIVIDAD AFECTADA, DEBE 
ACREDITAR QUE ÉSTOS OTORGARON 
SU CONSENTIMIENTO PARA SER 
REPRESENTADOS. HECHOS: 

Los Tribunales Colegiados contendientes 
resolvieron asuntos en los que analizaron 
la necesidad de que en la demanda 
de una acción colectiva individual 
homogénea o en estricto sentido, se 
señalen al menos treinta nombres de los 
miembros de la colectividad afectada, 
cuando la acción relativa es promovida 
por las asociaciones civiles a que se refiere 
el artículo 585, fracción III, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, y 
arribaron a posiciones contradictorias, 
pues uno de ellos sostuvo que sí es 
necesario cumplir con este requisito, en 
atención a que es un aspecto que forma 
parte de la legitimación activa en la 
causa, mientras que el otro concluyó que 
ese señalamiento no es necesario, bajo la 
consideración esencial de que al estar la 
asociación registrada ante el Consejo de 
la Judicatura Federal se encuentra exenta 
de tal exigencia. CRITERIO JURÍDICO: 
La asociación civil que promueva una 
acción colectiva individual homogénea 
o una en estricto sentido, además de 
precisar en la demanda el nombre de 
por lo menos treinta integrantes de la 
colectividad actora, debe acreditar que 
estos dieron su consentimiento para 
ser representados por la respectiva 
asociación civil, pues la falta de esta 
situación constituye una causa de 
improcedencia de la legitimación en 
el proceso. JUSTIFICACIÓN: El artículo 
589, fracción I, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles establece que 
tratándose de acciones colectivas 
en sentido estricto e individuales 
homogéneas, es causa de improcedencia 
de la legitimación en el proceso el que 
los miembros de la colectividad no hayan 
otorgado su consentimiento. Debido a 
ello, para la admisión de una demanda de 
acción colectiva presentada por alguna 
asociación civil, además de la indicación 
de los nombres de los integrantes 
de la colectividad, la promovente 
debe acreditar que éstos dieron su 
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consentimiento para ser representados 
en el juicio colectivo. Lo anterior, porque 
dicho requisito se encuentra previsto 
de forma genérica en la disposición 
analizada, sin hacer distinción en cuanto 
al tipo de representante de que se trate, 
por lo que debe prevalecer el principio 
de derecho de que en donde la ley no 
distingue no es dable distinguir. Además, 
porque dicha exigencia constituye un 
elemento que permitirá a la demandada 
tener certeza de quiénes se ostentan 
como los integrantes de la colectividad 
afectada y, en su caso, oponer las defensas 
y excepciones correspondientes en 
cuanto a la personalidad de la asociación 
civil que presente la demanda. En el 
entendido de que, en aras de la sencillez, 
flexibilidad y economía procesal que 
requieren las acciones colectivas, el 
consentimiento de los miembros de 
la colectividad para la promoción de 
la demanda y la designación de su 
representante no requiere cumplir con 
las formalidades que para el mandato 
exige la legislación sustantiva civil, sino 
que basta que conste fehacientemente, 
por escrito y se acompañe a la demanda, 
ya sea en un documento único suscrito 
por al menos treinta miembros o en 
documentos individuales en los que cada 
integrante manifieste por separado su 
consentimiento. Incluso, es posible que 
los miembros de la colectividad opten 
por suscribir directamente la demanda 
en su carácter de parte actora formal y 
material, y en ella hagan la designación 
de la asociación civil que autorizan para 
que los represente, y actúe en su nombre 
en los actos procesales posteriores. 

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 48/2022  (11a.)

PERSONAS MAYORES. ELEMENTOS 
QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL 
ÓRGANO DE AMPARO PARA EXPEDIR 
DE OFICIO LAS COPIAS DE TRASLADO 
CONFORME A LOS ARTÍCULOS 88 Y 110 
DE LA LEY DE AMPARO. HECHOS: 

Ante la manifestación de las 
promoventes del juicio de amparo de ser 
personas mayores, uno de los tribunales 
contendientes determinó que la calidad 
de ‘mayor’ de una persona, por sí sola, 
no es motivo suficiente para estimar 
que se encuentra en una situación 

de desventaja social y que por ello se 
deban expedir de oficio las copias de 
traslado, sino que se requiere acreditar 
que encuentra especiales dificultades 
para ejercer sus derechos. Los otros 
tribunales contendientes partieron de 
la premisa de que las personas mayores 
forman parte de un grupo en situación 
de vulnerabilidad y, por tal motivo, surge 
la obligación irrenunciable de llevar a 
cabo las medidas materiales y jurídicas 
necesarias que atiendan a su mayor 
protección, por lo que ordenaron que se 
expidieran de oficio las copias para correr 
traslado a las partes tomando en cuenta, 
además, las circunstancias particulares 
del caso concreto. CRITERIO JURÍDICO: El 
órgano de amparo que conozca del asunto 
debe verificar, a la luz de una especial 
protección a los derechos reconocidos 
a favor de las personas mayores en el 
ordenamiento jurídico mexicano y en los 
tratados internacionales, si hay indicios 
de que la persona mayor involucrada en 
el juicio efectivamente se encuentra en 
una situación de desventaja social para 
emprender un juicio, en términos de los 
artículos 88 y 110 de la Ley de Amparo, 
pues, de ser el caso, se encuentra obligado 
a expedir de oficio las copias de traslado 
que amerite el trámite. JUSTIFICACIÓN: 
Si bien la calidad de persona mayor no es 
una característica que necesariamente 
implique que la persona se encuentra 
en un estado de vulnerabilidad o de 
desventaja social, sí constituye una 
característica que, en la gran mayoría de 
los casos, conlleva dicho estado. En virtud 
de que todos los órganos jurisdiccionales 
tienen la obligación de proporcionar el 
mayor beneficio a las personas mayores 
que intervengan en los procesos de 
su conocimiento, el cual no debe ser 
categórico y general, sino que, en todo 
caso, dependerá de las circunstancias 
específicas en que se encuentre cada 
persona mayor. Además, la verificación 
que se realice debe tener presentes 
diversos aspectos: las circunstancias 
manifestadas por la persona mayor, el 
material probatorio aportado al juicio, así 
como las diversas presunciones humanas 
que puedan derivar del análisis de los 
hechos probados y de las particularidades 
del caso concreto como, por ejemplo, 
atender a los diversos marcadores 
sociales que pudieran revelar alguna 
situación de vulnerabilidad de la persona 
adulta mayor (como el domicilio, el nivel 
de ingresos o el grado de escolaridad); es 
decir, el órgano de amparo debe analizar 
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integralmente todas las circunstancias 
que pudieran colocar en un estado de 
desventaja social a la persona mayor, 
además de atender a lo manifestado 
por las partes y al material probatorio 
aportado, pues son obligaciones 
intrínsecas a toda labor jurisdiccional. 
Además, debe considerarse que, como 
parte del paradigma constitucional de 
protección a los derechos humanos, todos 
los tribunales del país tienen la obligación 
de tomar en cuenta, para dar solución al 
caso concreto, las distintas categorías 
sociales que, presumiblemente, pudieran 
acarrear una condición de desventaja 
social a la persona justiciable; dicha 
situación de desventaja social puede 
derivar de la actualización de múltiples 
factores de desigualdad social sufridos 
por una misma persona (discriminación 
múltiple), pues las características o 
circunstancias personales pueden situar 
a una persona en condiciones sistémicas 
desfavorecidas, por lo que la parte 
juzgadora debe estar siempre sensible 
a la concurrencia de dichas categorías 
que pudiera reunir una misma persona. 
Una cuestión para tomar en cuenta en la 
calidad de persona mayor es la condición 
de género, que también es un factor 
importante a considerar para determinar 
si se encuentra en un estado de desventaja 
social. Esta Suprema Corte observa que 
las mujeres mayores pueden encontrar 
especiales dificultades económicas para 
acceder a la justicia como resultado de la 
intersección entre edad y género, lo cual 
es un factor que debe ser considerado por 
la parte juzgadora al momento de hacer 
cualquier determinación en el juicio de 
amparo, como parte de la obligación de 
todo órgano jurisdiccional de impartir 
justicia con base en una perspectiva de 
género. 

Tesis jurisprudencial aprobada por 
la Primera Sala de la SCJN, en sesión 
de fecha cuatro de mayo de dos mil 
veintidós.

Una sociedad mercantil fue sancionada 
por infringir disposiciones de la Ley 
General de Salud, al haberse detectado 
diversas irregularidades en el etiquetado 
de “suplementos alimenticios” que 
comercializaba. La infractora promovió 
amparo indirecto en el cual reclamó la 
resolución sancionadora y el artículo 418, 
fracción I, de la Ley General de Salud, 
este último bajo la premisa esencial 
de que produce inseguridad jurídica 
al disponer la individualización de la 
sanción aplicable con base no sólo en 
los daños que se hayan producido, 
sino también en aquellos que puedan 
producirse en la salud de las personas. 
El Juez de Distrito negó el amparo y 
la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión, respecto del cual el Tribunal 
Colegiado de Circuito que previno en su 
conocimiento reservó jurisdicción a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para dilucidar la constitucionalidad 
del  precepto reclamado. CRITERIO 
JURÍDICO: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el artículo 418, fracción 
I, de la Ley General de Salud no vulnera 
el principio de legalidad, en su vertiente 
de seguridad jurídica, aplicable al 
derecho administrativo sancionador, 
pues los daños que puedan producirse 
a la salud de las personas válidamente 
pueden ser empleados como referente 
para individualizar la sanción aplicable a 
quienes infrinjan las disposiciones de esa 
legislación. JUSTIFICACIÓN: El precepto 
de referencia dispone que, al imponer 
una sanción, la autoridad sanitaria 
fundará y motivará su resolución, 
tomando en cuenta los daños que se 
hayan producido o puedan producirse 
en la salud de las personas. Dicho 
criterio constituye un referente para 
individualizar la sanción aplicable por 
infringir la Ley General de Salud y demás 
disposiciones que de ella derivan, el cual 
acota con el grado constitucionalmente 
exigible a las atribuciones de la autoridad 
administrativa al momento de definir qué 
sanción debe aplicar (amonestación con 
apercibimiento, multa, clausura o arresto 
hasta por treinta y seis horas); y, si bien 
amerita un cierto margen de apreciación 
al momento de calificarlo, no por ello 
se torna arbitrario, ya que su aplicación 
debe  estar debidamente motivada, 
no sólo porque el propio precepto así 
lo establece, sino también porque el 
artículo 16 de la Constitución General 
prescribe que todo acto de autoridad 

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 49/2022 (11a.) 

DAÑOS POTENCIALES A LA SALUD 
DE LAS PERSONAS. EL ARTÍCULO 418, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL DE 
SALUD NO VULNERA EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE 
DE SEGURIDAD JURÍDICA, AL 
PREVERLOS COMO ELEMENTO 
PARA INDIVIDUALIZAR LA SANCIÓN 
APLICABLE POR INFRINGIR DICHO 
ORDENAMIENTO. HECHOS:
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debe estar debidamente fundado y 
motivado, lo cual constituye un mandato 
categórico que, por la eficacia directa del 
Texto Constitucional, debe ser observado, 
aun cuando la legislación secundaria 
no lo dispusiera. Además, dicho criterio 
de individualización es susceptible de 
prueba en contrario, es decir, si en la 
resolución sancionadora se determinara 
que la infracción cometida puede causar 
daños a la salud de las personas sin la 
debida motivación o bajo apreciaciones 
totalmente arbitrarias, ello podría 
ser materia de impugnación en sede 
administrativa (vía recurso) o en sede 
judicial (ordinaria o constitucional), pues 
esto atañe a un problema de adecuada 
motivación, que de ninguna forma 
afecta la regularidad constitucional del 
precepto en cuestión.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
fecha once de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 50/2022 (11a.)

LIQUIDACIÓN JUDICIAL BANCARIA. EL 
ARTÍCULO 241, FRACCIONES IV Y V, DE 
LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, 
QUE ESTABLECE LA PRELACIÓN DE 
ACREEDORES, NO ES VIOLATORIO 
DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1o.CONSTITUCIONAL. 
Hechos: 

El Instituto de Protección al Ahorro 
Bancario (IPAB) solicitó la declaración 
de quiebra de una Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple. Seguido el 
trámite correspondiente, la Jueza Federal 
aprobó la lista definitiva de acreedores. 
Inconforme con esta decisión, una de 
las ahorradoras promovió juicio de 
amparo directo en el que planteó la 
inconstitucionalidad del artículo 241 de la 
Ley de Instituciones de Crédito. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento 
negó la protección constitucional. De 
nuevo en desacuerdo, la parte quejosa 
interpuso el recurso de revisión. Criterio 
jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina 
que el hecho de que las fracciones IV y V 
del artículo 241 de la Ley de Instituciones 
de Crédito coloquen en la prelación de 
acreedores que se haga con motivo de 
la liquidación judicial de un banco, al 
IPAB y a los créditos derivados de las 
obligaciones garantizadas conforme 

al artículo 6o. de la Ley de Protección 
al Ahorro Bancario hasta por 400,000 
(cuatrocientas mil) Unidades de Inversión 
(UDIS) antes que a las obligaciones 
garantizadas que superen ese monto, no 
es violatorio del principio de igualdad y 
no discriminación previsto en el artículo 
1o. constitucional, ni discrimina a los 
cuentahabientes en función del monto de 
sus ahorros. Justificación: El IPAB, órgano 
descentralizado de la Administración 
Pública Federal, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, garantiza 
los depósitos, préstamos y créditos a que 
se refieren las fracciones I y II del artículo 
46 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
respecto de todos los ahorradores, sin 
hacer distinción alguna, es decir, a todos 
los usuarios de estos servicios financieros 
garantiza 400,000 (cuatrocientas mil) 
Unidades de Inversión. Así, ante la quiebra 
de un banco, el IPAB se subroga en las 
obligaciones de la institución bancaria 
y realiza su pago de forma inmediata en 
favor de los cuentahabientes hasta por el 
monto en cita, lo cual deriva, en términos 
del propio artículo 241 de referencia, en 
que el citado Instituto se sustituya en 
los derechos de cobro que tengan los 
ahorradores en la etapa de liquidación, 
suspensión de pagos o quiebra de 
la Institución, con los privilegios 
correspondientes a las personas a las 
que se les hizo dicho pago, hasta por el 
monto cubierto. Ahora bien, el indicado 
artículo 241, fracciones IV y V, siempre 
protege únicamente a los ahorradores y 
los montos que tengan en sus cuentas, 
sin embargo, prevé la posibilidad de 
que el IPAB se subrogue en ellos y en 
sus derechos de cobro, en tanto éste 
satisfizo el pago que debía realizar la 
institución bancaria, así, este Instituto 
tiene la posibilidad de recuperar del 
banco, en la etapa de quiebra, los montos 
que erogó en favor de los ahorradores, de 
los cuales debe responder la institución 
bancaria en proceso de liquidación, sin 
que en ningún momento se tutelen 
los intereses del IPAB, sino siempre a 
los ahorradores. Sin que tampoco se 
discrimine a los ahorradores en función 
del monto de sus ahorros, pues a todos 
se les garantiza el mismo monto de 
400,000 (cuatrocientas mil) Unidades de 
Inversión, por lo que, ante la inexistencia 
de un trato diferenciado, no se configura 
la discriminación.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
fecha once de mayo de dos mil veintidós.
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R E S P O N S A B I L I D A D E S 
ADMINISTRATIVAS. LA LEY GENERAL 
DE LA MATERIA, AL ESTABLECER 
DIVERSAS ACTUACIONES DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR QUE INTERRUMPEN 
LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
SANCIONATORIA, NO CONFIGURAN 
UNA ANTINOMIA, NI SON VIOLATORIOS 
DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (ARTÍCULOS 74, 100, 112 Y 
113). HECHOS: 

Una persona demandó el amparo y 
protección de la Justicia Federal en 
contra del párrafo tercero del artículo 74 
de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, entre otros actos. La 
Jueza de Distrito negó la protección 
constitucional. En contra de esta 
determinación, se interpuso recurso de 
revisión. CRITERIO JURÍDICO: La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que no existe una 
antinomia entre los artículos 74 y 100; y 
entre el 74 y el 112 y 113 de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas, 
en tanto el hecho de que la Ley General 
en cita prevea distintas actuaciones que 
interrumpen la prescripción de la acción 
sancionatoria en las diferentes etapas 
que integran este proceso, de ninguna 
manera implica una contradicción. Lo 
anterior, pues se considera que resulta 
acorde con el Texto Constitucional y con 
el principio de seguridad jurídica el hecho 
de que el término de prescripción se 
interrumpa en la etapa de investigación 
con la calificación de la conducta, y en 
la de sustanciación con la admisión del 
Informe de Presunta Responsabilidad 
Administrativa, pues ello obedece a la 
continuidad del procedimiento que se 
integra por diversas etapas que se abren 
y cierran con distintas actuaciones. 
JUSTIFICACIÓN: Los referidos artículos 74, 
100, 112 y 113 deben interpretarse de forma 
sistemática, a la luz del funcionamiento 
del procedimiento sancionatorio que 
integran y de las etapas que conforman 
a éste. El artículo 74 citado establece 
que las facultades de las Secretarías o 
de los Órganos Internos de Control para 
imponer sanciones prescribirán en tres 
años para el caso de faltas no graves y 
en siete años cuando se trate de graves 
o cometidas por particulares; y que el 
plazo de prescripción se interrumpirá 
en términos del primer párrafo del 
precepto 100 de la misma ley, con la 
clasificación de la conducta (grave o 

no); este último artículo dispone que, 
una vez que se concluyan las diligencias 
de investigación, las autoridades 
investigadoras harán el análisis de los 
hechos y determinarán, en su caso, si 
éstos configuran una falta administrativa, 
y la calificarán como grave o no grave; 
todos enunciados normativos que tienen 
lugar en la etapa de investigación. Por 
otra parte, los artículos 112 y 113 de la ley 
en cita establecen que el procedimiento 
de responsabilidad administrativa 
dará inicio cuando las autoridades 
sustanciadoras, en el ámbito de su 
competencia, admitan el informe de 
presunta responsabilidad administrativa; 
y que la admisión de tal informe 
interrumpe los plazos de prescripción 
señalados en el artículo 74 de esta ley, 
preceptos legales que tienen lugar en 
la segunda etapa del procedimiento 
administrativo sancionador, es decir, la 
de sustanciación. Así, para esta Suprema 
Corte no es violatorio del principio de 
seguridad jurídica, ni contradictorio, 
el hecho de que existan diversas 
actuaciones dentro del procedimiento 
administrativo sancionador que 
interrumpan la prescripción, pues éstas 
atienden a la finalidad y el objetivo 
que se persigue en cada de una de las 
etapas que lo integran. De ahí que para 
este Máximo Tribunal resulta razonable 
que, en la etapa de investigación, la 
prescripción de la acción se interrumpa 
con la calificación de la conducta de grave 
o no grave, pues la finalidad de esta fase 
es averiguar si la actuación del servidor 
público posiblemente constituye una 
falta y de qué tipo; y que en la segunda 
etapa ello tenga lugar con motivo de 
la admisión del Informe de Presunta 
Responsabilidad Administrativa, pues 
justo la finalidad de esta etapa es la 
tramitación y sustanciación de un proceso 
que permita a la autoridad determinar si 
el servidor público investigado resulta 
responsable o no de las faltas que le 
atribuya la autoridad investigadora. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
fecha once de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 51/2022 (11a.)
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TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 52/2022 (11a.)

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN 
SANCIONATORIA EN MATERIA 
DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS. EL PLAZO PARA 
QUE OPERE SE INTERRUMPE HASTA 
QUE SE NOTIFIQUE LA ACTUACIÓN 
QUE GENERE DICHA INTERRUPCIÓN 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DE LOS 
ARTÍCULOS 74, 100, 112 Y 113 DE LA LEY 
GENERAL DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS)

Hechos: Una persona demandó el 
amparo y protección de la Justicia 
Federal en contra del párrafo tercero 
del artículo 74 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, entre 
otros actos. La Jueza de Distrito negó la 
protección constitucional. En contra de 
esta determinación, se interpuso recurso 
de revisión. Criterio jurídico: La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, partiendo de los mandatos 
previstos en el artículo 1o. constitucional, 
especialmente del principio pro persona, 
y de una interpretación conforme 
de los artículos 74, 100, 112 y 113 de la 
Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, concluye que los 
términos para que opere la prescripción 
a los que se refiere el artículo 74 
citado, únicamente se entenderán 
interrumpidos hasta la fecha en que la 
autoridad administrativa notifique al 
probable responsable la actuación que 
genere esta interrupción, cualquiera 
que ésta sea (calificación de la conducta, 
admisión del informe de presunta 
responsabilidad o emplazamiento). 
Justificación: Esta Suprema Corte 
determina que resulta razonable que, en 
la etapa de investigación, la prescripción 
de la acción se interrumpa con la 
calificación de la conducta de grave o 
no grave, pues la finalidad de esta fase 
es averiguar si la actuación del servidor 
público posiblemente constituye una 
falta y de qué tipo; y que, en la segunda 
etapa, es decir, la de sustanciación, ello 
tenga lugar con motivo de la admisión 
del informe de presunta responsabilidad 
administrativa, pues el objetivo de esta 
etapa es la tramitación y sustanciación 
de un proceso que permita a la autoridad 
determinar si el servidor público 
investigado resulta responsable o no de 
las faltas que le atribuya la autoridad 
investigadora. Así, a fin de que éste tenga 
plena certeza de cuál es la actuación que 
genera la interrupción de la prescripción 
y el momento en que ésta tuvo lugar, 

la figura jurídica de referencia no se 
actualizará hasta tanto sea notificado al 
presunto infractor. Interpretación con la 
cual se tutela de mejor forma el principio 
de seguridad jurídica, en tanto asegura 
el conocimiento certero de cuándo la 
autoridad investigadora cumplió con 
su carga de ejercer las acciones en 
los términos y plazos que establece 
la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
fecha once de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 53/2022 (11a.)

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN 
EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 
SU VIOLACIÓN TIENE COMO 
CONSECUENCIA LA REPOSICIÓN 
TOTAL Y NO PARCIAL DE LA AUDIENCIA 
DE JUICIO ORAL, CON UN JUZGADOR 
QUE NO HAYA CONOCIDO DEL CASO 
PREVIAMENTE. HECHOS:

Una persona fue sentenciada por 
su plena responsabilidad en la 
comisión del delito de secuestro con 
complementación típica y punibilidad 
autónoma. Inconforme, interpuso 
recurso de apelación en el cual el 
Tribunal de Alzada modificó la sentencia 
impugnada. En desacuerdo, aquélla 
promovió juicio de amparo directo, en 
el cual el Tribunal Colegiado de Circuito 
del conocimiento advirtió la infracción 
al principio de inmediación dentro del 
proceso penal acusatorio, cuya audiencia 
de juicio oral se había llevado desde hace 
más de cinco años a la presentación de 
la demanda, por un Juez diverso al que 
dictó la sentencia condenatoria. Por tal 
motivo, invocando los criterios emitidos 
por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, concedió el 
amparo para el efecto de que se repusiera 
de forma parcial la audiencia de juicio 
oral, a partir de la actuación en que el 
primer Juez dejó de conocer y fuera 
éste quien terminara de desahogar las 
pruebas restantes y emitiera sentencia. 
En el entendido de que, en caso de que 
el primer juzgador no pudiera culminar 
por causa justificada el juicio, debía 
reponerse la totalidad del procedimiento 
con un Juez que no hubiese conocido del 
asunto. CRITERIO JURÍDICO: La Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que acorde con la 
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doctrina emitida por la propia Sala, la 
reposición del procedimiento que se 
ordene por infracción al principio de 
inmediación tiene como consecuencia 
repetir nuevamente la audiencia de juicio 
oral en su totalidad y con un juzgador que 
no haya conocido del caso previamente, 
pues con ello se podrá garantizar la 
imparcialidad judicial, evitando que el 
Juez esté contaminado con información 
que hubiera sido de su conocimiento. 
JUSTIFICACIÓN: La decisión del Tribunal 
Colegiado de Circuito de dar opciones a 
la autoridad responsable para reponer 
el procedimiento y que se lleve a cabo 
nuevamente la audiencia de juicio oral, 
al advertir la violación al principio de 
inmediación, se aleja de la doctrina 
emitida por esta Primera Sala, en la 
que de ninguna manera se contempló 
la posibilidad de que la repetición 
de la audiencia pudiera ser parcial, o 
bajo las condiciones que el órgano de 
amparo indicó. En la interpretación 
constitucional de dicho principio se 
evitó establecer supuestos de hasta qué 
punto de la audiencia de juicio podía o 
no reponerse, en caso de intervención de 
dos o más juzgadores, ello, en atención 
a que las condiciones de cada asunto 
son tan distintas que no resulta sano 
para el sistema ordenar una reposición 
“condicionada”. Así, esta Sala fue 
enfática en señalar que la repetición 
de la audiencia “irremediablemente” 
debía llevarse a cabo ante la infracción 
al principio de inmediación, porque sin 
inmediación la sentencia condenatoria 
que se emita carece de fiabilidad, en 
tanto que no se habrá garantizado la 
debida formación de la prueba y, por 
ende, no habrá bases para considerar 
que el Juez dispuso de pruebas de cargo 
válidas para sentenciar. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
fecha once de mayo de dos mil veintidós. 

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 55/2022 (11a.)

SUSPENSIÓN EN EL PROCEDIMIENTO 
ABREVIADO POR EVASIÓN DE LA 
JUSTICIA DE LA PARTE QUEJOSA. 
GENERA LA IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, 
FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DE AMPARO. 
HECHOS: 

Una persona privada de la libertad y 
sujeta a un proceso penal acusatorio 
promovió amparo indirecto en contra 
de la resolución de un juez de control 
que negó la apertura de procedimiento 
abreviado debido a que el imputado y 
su defensa no estuvieron de acuerdo 
con la pena propuesta por el Ministerio 
Público; en el amparo también reclamó la 
inconstitucionalidad de las normas que 
regulan el procedimiento abreviado. El 
amparo se negó, por lo que se interpuso 
recurso de revisión. Durante el trámite 
del recurso de revisión, la parte quejosa 
se evadió del centro penitenciario en 
el que se encontraba recluida, por 
lo que el juez de control declaró la 
suspensión del proceso penal. CRITERIO 
JURÍDICO: Si una persona imputada 
promueve amparo indirecto contra 
una determinación dictada dentro del 
proceso penal acusatorio (resolución 
que niega la apertura del procedimiento  
abreviado), pero con posterioridad 
se evade de la acción de la justicia y 
queda suspendido el proceso penal, se 
actualiza la causal de improcedencia 
prevista en el artículo 61, fracción XXII, 
de la Ley de Amparo. JUSTIFICACIÓN: 
La causal de improcedencia prevista en 
el artículo 61, fracción XXII, de la Ley de 
Amparo, se actualiza en los casos en los 
que si bien subsiste el acto reclamado 
no puede surtir efecto legal o material 
alguno por haber dejado de existir 
su objeto o materia, pues aunque se 
declarara la inconstitucionalidad del 
acto, jurídicamente sería imposible 
restituir a la parte quejosa en el goce 
del derecho que considere vulnerado, 
por lo que ningún efecto jurídico tendría 
la respectiva sentencia de concesión. El 
supuesto anterior se actualiza cuando 
en un amparo indirecto se reclama una 
resolución emitida en el proceso penal 
acusatorio por un juez de control en la 
que negó la apertura del procedimiento 
abreviado debido a que el imputado y 
su defensa no estuvieron de acuerdo 
con la pena propuesta por el Ministerio 
Público, pero dicho procedimiento penal 
se suspende porque la parte quejosa se 
evade del centro de reclusión en el que 
se encontraba interna, ello, porque la 
suspensión del proceso impide que la 
eventual concesión del amparo surta 
efectos legales o materiales. Además, 
porque la procedencia del amparo se 
justifica bajo el conocimiento de las 
condiciones actuales en que una eventual 
concesión tendrá el procedimiento 
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del cual emana el acto reclamado. Por 
esta razón, no es posible considerar 
procedente el amparo bajo el argumento 
de que una vez que se reanude el 
procedimiento penal la eventual 
concesión surtirá efectos, en primer 
lugar, porque no se tiene conocimiento 
de cuándo ocurrirá y, en segundo lugar, 
porque tampoco se conocen cuáles son 
las circunstancias o condiciones en las 
que se reanudará el procedimiento.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
dieciocho de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 56/2022 (11a.)

OBLIGACIONES BILATERALES O 
SINALAGMÁTICAS EN EL CONTRATO 
DE SEGURO POR DAÑOS. LA 
INDEMNIZACIÓN, REPARACIÓN O 
REPOSICIÓN EN CASO DE SINIESTRO 
NO SE SUJETA A QUE EL ASEGURADO 
GARANTICE QUE OPERARÁ LA 
SUBROGACIÓN, LA CUAL OPERA 
POR MINISTERIO DE LEY Y NO POR 
DECLARACIÓN CONVENCIONAL NI 
JUDICIAL (INTERPRETACIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 111 Y 116 DE LA LEY SOBRE 
EL CONTRATO DE SEGURO). HECHOS: 

Un Tribunal Colegiado de Circuito y un 
Pleno de Circuito, ambos en materia 
civil, pero de distinto Circuito, llegaron a 
conclusiones distintas al determinar cuál 
es la fuente de obligaciones recíprocas 
entre el asegurado y la aseguradora 
cuando se reclama el cumplimiento 
de un contrato de seguro contra daños 
en términos de los artículos 111 y 116 de 
la Ley sobre el Contrato de Seguro, y 
si existe un orden en el cumplimiento 
de estas obligaciones; es decir, si antes 
que la empresa aseguradora proceda 
al pago de la indemnización por el 
siniestro, el beneficiario debe ofrecer 
elementos con los que garantice a la 
empresa aseguradora que quedará 
subrogada en sus derechos una vez 
pagada la indemnización, o si por el 
contrario, dicha indemnización no 
puede condicionarse a que el asegurado 
garantice la subrogación. CRITERIO 
JURÍDICO: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera por una parte, que la fuente 
de las obligaciones bilaterales de pago 
de indemnización y de subrogación 
entre el asegurado o beneficiario y la 
empresa aseguradora proviene de la 

propia Ley sobre el Contrato de Seguro, 
y no de la relación contractual ni de la 
sentencia que condene a la empresa 
aseguradora al pago indemnizatorio en 
favor del asegurado o beneficiario y, por 
otra, que la indemnización, reposición 
o reparación del bien a causa del 
siniestro no puede condicionarse a que 
el asegurado garantice a la empresa 
aseguradora que quedará subrogada 
en sus derechos una vez que lleve a 
cabo cualquiera de estas acciones. 
JUSTIFICACIÓN: Para comprender el 
auténtico significado de los artículos 
111, párrafo primero, y 116 de la Ley sobre 
el Contrato de Seguro, es necesario 
acudir al artículo 2058 del Código Civil 
Federal, de aplicación supletoria a dicho 
ordenamiento, el cual dispone que la 
subrogación es una forma de transmisión 
de las obligaciones que se verifica por 
ministerio de ley y sin necesidad de 
declaración alguna de los interesados; 
es decir, que consecuencias de un hecho 
jurídico se producen instantáneamente 
por expresa disposición legal en la 
que no intervienen ni los interesados 
ni el órgano estatal de autoridad. En 
la Ley sobre el Contrato de Seguro, la 
subrogación, entonces, es un derecho 
que corresponde a la aseguradora 
por “ministerio de ley”, es decir, que 
opera cuando, ocurrido el siniestro, se 
indemniza o, en su defecto, se repone 
o repara a satisfacción del asegurado la 
cosa asegurada (lo que libera del monto 
indemnizatorio); momento a partir del 
cual la empresa aseguradora adquirirá 
los bienes dañados y, por ende, quedará 
como dueña de éstos y podrá repetir 
en contra del tercero que ha causado el 
daño y siempre que la subrogación no 
sea impedida por hechos u omisiones 
que provengan del asegurado y no 
se encuentre en alguno de los casos 
de excepción. Esto es así, porque si 
se parte de la buena fe contractual, 
no se soslaya que la empresa puede 
solicitar la documentación que estime 
necesaria para proceder al pago de la 
indemnización, reposición o reparación 
de los bienes asegurados, pero lo cierto 
es que la ley impide a la empresa 
condicionar el pago de la indemnización 
a que el asegurado garantice que la 
empresa podrá subrogarse, ya que la 
naturaleza del contrato de seguro es 
que el daño causado por terceros en 
perjuicio de los bienes del asegurado sea 
indemnizado, repuesto o reparado por 
la empresa al dueño de la cosa, quien, 
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ocurrido ello, no podrá cobrar al tercero 
que causó el siniestro en tanto esta 
situación provocaría un enriquecimiento 
ilegítimo. Luego, el pago indemnizatorio 
o, en su caso, la reposición o reparación 
a satisfacción del asegurado de la 
cosa asegurada no depende de que el 
asegurado garantice que la empresa 
recuperará del tercero que causó el 
siniestro, la cantidad que deberá pagar 
a aquél por este concepto o por el costo 
de la reposición o reparación, sino que el 
derecho a subrogarse surge por el hecho 
de haber resarcido el daño hasta por 
las cantidades efectivamente pagadas 
o, si fuere mayor a la suma pagada, 
en la proporción que les corresponda 
tanto a la empresa como al asegurado. 
Consecuentemente, el derecho a la 
subrogación surge con posterioridad 
al pago del siniestro o evento dañoso 
oportuna y legalmente avisado y en el 
que el contratante aportó los elementos 
de convicción y procedencia del reclamo; 
por tanto, estas obligaciones bilaterales 
o sinalagmáticas no se sujetan al 
contrato de seguro correspondiente ni a 
la decisión jurisdiccional que determine 
esta situación; sino que operan el pago 
y luego la subrogación, en este orden, 
por disposición expresa de la ley. Así, 
en el caso específico del contrato de 
seguro, las obligaciones sinalagmáticas 
que indican los artículos 111 y 116 nacen 
cuando: a) El asegurado o beneficiario 
cumple, primero, con una obligación 
de hacer, al dar el aviso oportunamente 
(plazo convenido o plazo legal de 5 
días naturales) a partir de que sucedió 
el evento dañoso o siniestro y, luego, 
con una obligación de dar, al entregar 
la información y documentación que 
sustente la procedencia del reclamo; 
b) La empresa aseguradora realiza el 
pago de la indemnización o, en su caso, 
restituye o repara el daño, ya sea por 
declaración unilateral de la aseguradora 
o por haber sido obligada judicialmente; 
y, c) Hecho el pago, la reparación o la 
restitución, la empresa aseguradora 
adquiere los efectos salvados y se 
subroga en todos los derechos y acciones 
contra terceros que, por causa del daño 
sufrido, correspondan al asegurado 
como consecuencia del riesgo cubierto. 
De ahí que, tanto la indemnización como 
la subrogación en el contrato de seguro 
por daños operan por ministerio de ley 
y, desde luego, no pueden sujetarse a 
estipulación convencional de las partes 
ni a las acciones, excepciones y defensas 

dentro de un proceso judicial. En primer 
lugar, porque la ley establece que será 
nula cualquier cláusula que sujete el 
pago a reconocimiento de la empresa o 
de la autoridad judicial, aun convenida 
por ambas partes, y, luego, porque ante 
disposición legal expresa, en un juicio no 
se determina la forma en que operará 
la subrogación, sino demostrar la 
procedencia de un reclamo mediante un 
litigio entablado entre el contratante y la 
empresa aseguradora, en tanto operan 
en ese orden, sin necesidad de garantía, 
declaración de los interesados ni de 
órgano estatal alguno.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 57/2022 (11a.)

AUTOADSCRIPCIÓN INDÍGENA. NO 
ES NECESARIO DEMOSTRARLA A 
TRAVÉS DE DOCUMENTOS OFICIALES 
O QUE EXISTA UN REGISTRO O 
RECONOCIMIENTO PREVIO DE 
LAS AUTORIDADES PARA SU 
IDENTIFICACIÓN. HECHOS:

En un juicio de amparo indirecto la Juez 
de Distrito reconoció a una comunidad 
quejosa el carácter de indígena por virtud 
de su autoadscripción; sin embargo, 
la tercero interesada argumentó que 
debió demostrarse que, con anterioridad 
al juicio de amparo, se ostentaba con 
dicha calidad y que la autoridad hubiese 
reconocido su existencia. CRITERIO 
JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina 
que la autoadscripción indígena se basa 
en la conciencia de identidad, por lo cual 
no es necesario demostrarla a través 
de documentos oficiales o que exista 
un registro o reconocimiento previo 
de las autoridades. JUSTIFICACIÓN: 
La protección y el reconocimiento 
de las comunidades y pueblos 
indígenas deriva directamente de los 
tratados internacionales y del artículo 
2o. constitucional, que establecen 
claramente que es la conciencia 
de la identidad indígena el criterio 
fundamental para determinar a quiénes 
se les debe considerar y aplicar las 
disposiciones sobre pueblos indígenas. 
Por ello, su reconocimiento no se refiere 
a formalidades y requisitos legales, sino 
a sus condiciones históricas, modo de 
vida y organización, cosmovisión, usos y 
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costumbres, entre otros aspectos. De ahí 
que su existencia no puede sujetarse a 
documentos oficiales, o que se necesite 
un registro o reconocimiento de las 
autoridades para contar con tal calidad, 
pues ello constituiría una violación grave 
a la libre determinación de los grupos 
indígenas y sus integrantes, reconocida 
en el artículo 2o. constitucional.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 58/2022 (11a.)

CONCESIONES MINERAS. LOS 
ARTÍCULOS 6o., PÁRRAFO PRIMERO, 
10, PÁRRAFOS PRIMERO Y CUARTO, EN 
SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL VEINTE DE 
ABRIL DE DOS MIL VEINTIDÓS, 15 Y 
19, FRACCIONES I, II, IV, V Y VIII, DE 
LA LEY MINERA, RELATIVOS A SU 
OTORGAMIENTO, NO VULNERAN EL 
DERECHO DE LAS COMUNIDADES 
Y LOS PUEBLOS INDÍGENAS AL 
APROVECHAMIENTO DE LAS TIERRAS 
QUE HABITAN Y LOS RECURSOS 
NATURALES QUE AHÍ SE ENCUENTREN. 
HECHOS:

Una comunidad indígena promovió 
amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de diversos 
artículos de la Ley Minera, y como acto de 
aplicación el otorgamiento de títulos para 
la explotación y exploración de minerales 
sobre las tierras que la comunidad habita. 
El Juzgado de Distrito otorgó el amparo 
a la parte quejosa, sin embargo, omitió 
realizar el análisis de constitucionalidad 
planteado de las normas reclamadas, 
relacionado con la vulneración a sus 
derechos de aprovechamiento de las 
tierras que habita, por lo que se interpuso 
recurso de revisión. CRITERIO JURÍDICO: 
La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que los 
artículos 6o., párrafo primero, 10, párrafos 
primero y cuarto, en su texto anterior a la 
reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el veinte de abril de dos mil 
veintidós, 15 y 19, fracciones I, II, IV, V y VIII, 
de la Ley Minera, no vulneran el derecho 
a disponer, usar y disfrutar del territorio 
que habitan las comunidades y pueblos 
indígenas, y de los recursos naturales 
que ahí se encuentren, toda vez que el 
régimen establecido por el artículo 27 
constitucional es claro en establecer la 

potestad exclusiva del Estado Mexicano 
de aplicar las modalidades necesarias 
para el aprovechamiento de los recursos 
minerales que se encuentren en el 
territorio nacional. Sin que ello implique 
desconocer los derechos reconocidos a 
nivel constitucional y convencional de las 
comunidades y pueblos indígenas a usar 
y disfrutar de las tierras y los recursos 
naturales de las zonas que habitan. 
JUSTIFICACIÓN: Se arriba a dicha 
conclusión, toda vez que del análisis del 
régimen al que se encuentran sujetos 
los recursos minerales pertenecientes 
a la Federación, así como de los 
derechos de propiedad y posesión de 
las tierras que habitan las comunidades 
indígenas reconocidos en el artículo 
2o. constitucional, se colige que no 
necesariamente deben contraponerse 
estos últimos con la potestad exclusiva 
del Estado de otorgar concesiones 
sobre determinadas zonas para realizar 
actividades mineras pues, como lo 
sostiene la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
en casos similares, el Estado se encuentra 
facultado para aprovechar los recursos 
mineros conforme a las modalidades 
y los mecanismos necesarios, siempre 
y cuando se encuentren previstos los 
casos específicos en que los derechos 
de las comunidades indígenas se vean 
limitados, se establezcan las causas de 
interés público que los respalden y se 
garantice el derecho de éstas a participar 
en los procesos concesionarios. Lo cual, 
en el caso de concesiones mineras, 
se encuentra colmado, pues la propia 
Constitución General, en su artículo 27, 
ampara las actividades de esta índole 
respecto de las tierras y los recursos 
naturales que, si bien pertenece su uso 
y disfrute a comunidades indígenas 
o a particulares, lo cierto es que son 
susceptibles de imponerles modalidades 
en su aprovechamiento.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 59/2022 (11a.)

CONSULTA PREVIA A LAS 
COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. 
EL ANÁLISIS QUE SE REALICE EN 
EL JUICIO DE AMPARO SOBRE SU 
OMISIÓN DEBE RELACIONARSE CON LA 
AFECTACIÓN A LA ESFERA JURÍDICA 
DE LA PARTE QUEJOSA. HECHOS: 
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En un juicio de amparo indirecto una 
comunidad indígena reclamó la falta 
de consulta previa a la expedición de la 
norma general combatida (Ley Minera) 
así como la inconstitucionalidad de 
algunos de sus artículos. El Juzgado 
de Distrito otorgó el amparo a la parte 
quejosa, sin embargo, omitió realizar 
el análisis de constitucionalidad de 
las normas reclamadas, por lo que se 
interpuso recurso de revisión. CRITERIO 
JURÍDICO: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el análisis de la falta de 
consulta previa a las comunidades y 
pueblos indígenas en la expedición de 
normas generales, debe relacionarse 
con la afectación a su esfera jurídica, 
pues cuando en el juicio de amparo se 
reclamen diversas disposiciones legales, 
sólo se pueden combatir los aspectos 
materiales y formales que se relacionan 
directamente con las normas reclamadas 
y que perjudican al promovente. 
JUSTIFICACIÓN: A diferencia de las 
acciones de inconstitucionalidad, en 
donde basta que el sujeto legitimado 
acuda a demandar la invalidez de 
cierta ley o norma de carácter general 
por considerarla contraria al Texto 
Constitucional, para que dicho órgano 
la admita y resuelva, el juicio de amparo 
exige para su procedencia y viabilidad 
la existencia de un agravio personal que 
legitima al interesado a instar al órgano 
judicial a que analice la constitucionalidad 
del acto de autoridad que, dice, le afecta. 
Así, cuando la parte quejosa impugna 
diversas disposiciones legales puede 
combatir la constitucionalidad formal 
en los aspectos que involucran a los 
artículos controvertidos, pero no está en 
aptitud legal de combatir otros tópicos 
específicos del mismo proceso que 
atañen a diferentes preceptos, porque 
resulta innegable que no forman parte de 
la impugnación ni se han individualizado 
en perjuicio de la persona. De esta manera, 
para determinar si en el juicio de amparo 
son analizables o no determinados 
conceptos de violación contra las 
normas reclamadas, es importante tener 
en cuenta el agravio en perjuicio de la 
parte quejosa, de modo que si el vicio 
formal se relaciona directamente con 
las normas reclamadas y que perjudican 
al promovente, entonces, el argumento 
es analizable; en cambio, si el vicio 
legislativo se vincula y repercute en otras 
disposiciones que no afectan a la persona, 
entonces el alegato no es analizable vía 

amparo. Cabe destacar que no debe 
confundirse la impugnación total de una 
ley en amparo, con su constitucionalidad 
formal en aspectos generales que 
incluyen a los preceptos que contiene, 
porque tratándose del primer supuesto, 
el quejoso sólo puede controvertir las 
porciones normativas aplicadas en su 
perjuicio o en las cuales se ubica, pero 
no todo el ordenamiento legal; mientras 
que en la segunda hipótesis, un solo 
precepto de aquél o varios da lugar 
a cuestionar el proceso legislativo en 
sus generalidades o particularidades 
relacionadas con estos preceptos, 
insistiéndose en que no pueden 
impugnarse aspectos específicos de ese 
proceso vinculados a otras disposiciones, 
ni emitir a partir de estas premisas una 
declaratoria de inconstitucionalidad 
generalizada sobre toda la ley, pues ello 
equivaldría a ejercer un control abstracto 
de constitucionalidad en un medio de 
control que se rige por el principio de 
perjuicio o afectación personal.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 60/2022 (11a.)

CONSULTA PREVIA A LAS 
COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS. 
NO ERA EXIGIBLE QUE LA AUTORIDAD 
LEGISLATIVA LA REALIZARA 
RESPECTO DE LA EXPEDICIÓN DE LA 
LEY MINERA. HECHOS: 

En un juicio de amparo indirecto una 
comunidad indígena reclamó que 
antes de la expedición de la Ley Minera 
no se realizó una consulta previa a las 
comunidades y pueblos indígenas. 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que no era exigible 
a la autoridad legislativa realizar una 
consulta a las comunidades y pueblos 
indígenas previa a la expedición de la Ley 
Minera, pues aun cuando la aplicación y 
los hechos ocurridos en el caso pueden 
generar afectaciones a los intereses y 
derechos de la comunidad indígena, su 
objeto no busca regular algún aspecto 
de la vida social, económica o política 
de tales comunidades, sino la materia 
minera, en general, y los actos que 
conlleva dicha actividad. JUSTIFICACIÓN: 
Si bien la consulta previa a los pueblos 
y comunidades indígenas constituye 
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un derecho humano reconocido 
constitucional y convencionalmente, y 
ello implica que todas las autoridades 
están obligadas a realizarla previo a 
adoptar cualquier acción relacionada 
directamente con sus derechos e 
intereses, lo cierto es que el objeto de 
la legislación impugnada no se vincula 
directamente con los intereses y 
derechos de las comunidades indígenas, 
sino con la materia minera y con los 
actos que conlleva dicha actividad, 
tales como la exploración, explotación y 
beneficio de minerales. Asimismo, si bien 
se reconoce que la aplicación de la Ley 
Minera pudiere afectar a dichos pueblos 
cuando, por ejemplo, el territorio materia 
de la concesión intervenga o afecte las 
tierras que éstos habitan, sin embargo, 
ello constituye un aspecto de aplicación 
de la ley que no transciende al análisis 
de constitucionalidad de las normas 
reclamadas.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 61/2022 (11a.)CONSULTA PREVIA A LOS PUEBLOS 

Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE 
REALIZARSE PREVIO A LA EXPEDICIÓN 
DE LOS TÍTULOS DE CONCESIONES 
MINERAS QUE SE VINCULEN CON ELLOS, 
EN TÉRMINOS DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL Y DEL CONVENIO 169 SOBRE 
PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES 
EN PAÍSES INDEPENDIENTES, DE LA 
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO (OIT). HECHOS:

Una comunidad indígena promovió juicio 
de amparo indirecto en el que reclamó de 
la Secretaría de Economía la emisión de 
diversos títulos de concesión minera que 
recaían en territorios habitados por ésta. 
El Juzgado de Distrito determinó amparar 
a la quejosa, por encontrar ilegales dichos 
títulos de concesión al haberse expedido 
sin que previamente se realizara la 
consulta indígena, sin embargo, omitió 
efectuar el análisis de constitucionalidad 
sobre diversos artículos de la Ley 
Minera, por lo que se interpuso recurso 
de revisión. CRITERIO JURÍDICO: La 
Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que la 
Secretaría de Economía, al momento de 
expedir títulos de concesión minera, se 
encuentra constreñida a cumplir con la 

obligación constitucional contenida en 
el artículo 2o. y convencional prevista en 
el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en Países Independientes, 
de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), de la cual México es parte. 
JUSTIFICACIÓN: En cualquier caso en que 
se emitan actos administrativos, como lo 
son los títulos de concesiones mineras, y 
éstos se encuentren vinculados con los 
territorios de los pueblos y comunidades 
indígenas, resulta obligatorio para las 
autoridades involucradas cumplir con 
la obligación de realizar la consulta 
previo a la emisión de dichos actos. 
Particularmente, cuando se trate de 
actividades de exploración y explotación 
de minerales del subsuelo, que en el 
caso mexicano dichos bienes comparten 
un doble régimen, las autoridades 
deben asegurarse de que el proceso de 
consulta se lleve a cabo de conformidad 
con los requisitos señalados por el 
referido Convenio 169 de la Organización 
Internacional del Trabajo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 62/2022 (11a.)

CONSULTA PREVIA, LIBRE E 
INFORMADA A LAS COMUNIDADES 
Y PUEBLOS INDÍGENAS. LAS 
AUTORIDADES ENCARGADAS DEL 
PROCESO DE OTORGAMIENTO DE 
TÍTULOS DE CONCESIÓN MINERA 
ESTÁN OBLIGADAS A REALIZARLA, 
CUANDO SE IMPACTEN LOS INTERESES 
Y DERECHOS DE ESAS COMUNIDADES 
Y PUEBLOS, AUN CUANDO LA LEY 
MINERA NO LA CONTEMPLE. HECHOS:

Una comunidad indígena promovió 
amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de la Ley Minera 
por no prever en su contenido el derecho 
a la consulta previa, libre e informada a 
las comunidades y pueblos indígenas. 
El Juzgado de Distrito concedió el 
amparo y la protección de la Justicia 
Federal estimando que se actualizaba 
una omisión legislativa de ejercicio 
obligatorio, debido a que la Ley Minera 
no contempla los procesos de consulta a 
favor de las comunidades y los pueblos 
indígenas; sin embargo, omitió realizar 
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el análisis de constitucionalidad, por lo 
que se interpuso recurso de revisión. 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que no existe una vulneración 
a los derechos de las comunidades y 
pueblos indígenas, pues aun cuando 
la Ley Minera no prevea expresamente 
el derecho fundamental a la consulta 
previa, las autoridades están obligadas 
a realizarla cuando se impacten sus 
intereses y derechos, por virtud de lo 
dispuesto en la Constitución General y en 
el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en Países Independientes, de 
la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT). JUSTIFICACIÓN: En materia de 
protección a los derechos y las libertades 
de las comunidades y pueblos indígenas 
que habitan dentro del territorio 
nacional, la Constitución General y el 
Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas 
y Tribales en Países Independientes, 
de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), reconocen el derecho a 
la consulta previa, libre e informada, así 
como la correlativa obligación de todas 
las autoridades del Estado Mexicano 
de hacer efectivo dicho derecho 
cuando se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de 
afectarles directamente. Pues bien, 
conforme a dicho marco constitucional 
y convencional, resulta vinculante para 
todas las autoridades mexicanas cumplir 
con el deber de consultar a los pueblos 
interesados, mediante procedimientos 
apropiados, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. 
De ahí que, si tal prerrogativa deriva de 
los textos constitucional e internacional 
y en todo momento que se analice un 
acto o legislación subyace el derecho a 
la consulta previa, es claro que el hecho 
de que en la Ley Minera no se prevean 
expresamente los mecanismos para hacer 
efectivo tal derecho fundamental, ello no 
implica que las autoridades encargadas 
del proceso de otorgamiento de títulos 
de concesión minera vinculados con el 
territorio habitado por comunidades o 
pueblos indígenas, no estén obligadas 
a realizar la consulta, pues basta su 
reconocimiento y existencia en normas 
de jerarquía superior para que sea 
respetado y oponible para el Estado 
Mexicano.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 63/2022 (11a.)

OMISIONES LEGISLATIVAS RELATIVAS 
Y ABSOLUTAS DE EJERCICIO 
OBLIGATORIO. NOTAS DISTINTIVAS 
PARA COMBATIRLAS EN EL JUICIO DE 
AMPARO. HECHOS:

Una comunidad indígena promovió 
demanda de amparo indirecto 
reclamando la inconstitucionalidad de los 
artículos 6o, párrafo primero, 10, párrafos 
primero y cuarto, 15 y 19, fracciones I, 
II, IV, V Y VIII, de la Ley Minera, y como 
acto de aplicación el otorgamiento 
de diversos títulos para la explotación 
y exploración de minerales sobre las 
tierras que ésta habita. El Juzgado de 
Distrito del conocimiento determinó, 
en suplencia de la queja, la existencia 
de una omisión legislativa de ejercicio 
obligatorio toda vez que, a su juicio, el 
legislador federal omitió adecuar dicho 
ordenamiento conforme al mandato 
constitucional del artículo segundo 
transitorio de la reforma al artículo 2o. 
de la Constitución General, relativo a 
la consulta previa, libre e informada de 
las comunidades indígenas. CRITERIO 
JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de la Nación considera que 
cuando en la demanda de amparo no se 
advierta la voluntad de la parte quejosa 
para combatir una omisión legislativa 
absoluta, no puede realizarse su estudio, 
en suplencia de la queja, a partir del 
análisis de la inconstitucionalidad 
de una norma general que sí fue 
combatida. JUSTIFICACIÓN: Cuando 
se habla de omisiones legislativas de 
ejercicio obligatorio, pueden existir 
varias condiciones dependiendo del 
contenido de la obligación. Esto es, la 
obligación puede consistir en legislar 
sobre una materia, expedir una norma en 
concreto, incluso, establecer o modificar 
un artículo en específico -cuando así se 
establezca expresamente-, o adecuar 
las normas al mandato constitucional. 
Por lo que el primer punto relevante, es 
determinar en qué consiste la obligación 
de legislar, a fin de estar en condiciones 
de examinar si el legislador la incumplió. 
Posteriormente, se debe identificar si lo 
que se reclama es una omisión relativa 
o absoluta. La omisión absoluta implica 
un reclamo al órgano legislativo por no 
dar cumplimiento alguno a un mandato 
exigible; mientras que la relativa, conlleva 
un actuar del legislador que se atribuye 
deficiente o incompleto al cumplir con 
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la obligación. Así, cuando se trata de una 
omisión relativa, lo que se cuestiona es el 
actuar incompleto del legislador, por lo 
que es dable reclamar la omisión parcial 
en un precepto o cuerpo normativo 
concreto, al ser donde se atribuye el 
deficiente cumplimiento a la obligación. 
En este caso, el acto reclamado podrá 
ser la propia norma, cuerpo o cuerpos 
normativos a los que se atribuya la 
deficiencia, y el análisis debe constreñirse 
a verificar si su contenido colmó en 
suficiencia lo exigido. Por el contrario, 
en tratándose de omisiones legislativas 
absolutas, lo que se analiza es la carencia 
total de actividad por parte del legislador 
al mandato obligatorio; siendo relevante 
determinar en qué consiste dicha 
obligación, para analizar su existencia. 
De esta manera, su impugnación en el 
juicio de amparo, entonces, no puede 
partir de normas o artículos en concreto, 
pues su reclamo deberá ser la actitud 
pasiva de la autoridad legislativa para 
colmar la exigencia. Es decir, no podrá 
hablarse o analizarse una omisión 
legislativa absoluta si en la demanda 
de amparo se reclamaron como actos, 
normas o artículos existentes – se trataría 
de una omisión relativa-; solamente 
podrá analizarse de esta manera, si se 
reclama como tal la omisión absoluta 
del legislador de cumplir un mandato 
obligatorio, pues lo que se está aduciendo 
es que el legislador no ha actuado en 
forma alguna; condición que no puede 
desprenderse de una norma específica, 
dada su libertad configurativa. En estos 
casos bastará la existencia del contenido 
normativo exigido para considerar que 
no se materializa la omisión, incluso 
habiendo acontecido, si durante el juicio 
de amparo se emite, lo que daría lugar al 
sobreseimiento del juicio por cesación 
de efectos. Asimismo, cuando se trate 
de una omisión de estas características, 
debe advertirse la voluntad de la parte 
quejosa de reclamar la inactividad total 
del legislador, de lo contrario se estaría 
frente a la figura de la suplencia de la 
queja, la cual no tiene el alcance para 
modificar los actos reclamados, pues 
ello implicaría alterar la litis. Finalmente, 
debemos tomar en cuenta que, ante 
un reclamo de esta naturaleza, lo que 
se cuestiona es la actitud pasiva del 
legislador, por lo que, regresando al 
contenido de la obligación, sí ésta no es 
precisa sobre la manera de implementar 
la legislación, el legislador mantiene su 
margen amplio de actuación y su libertad 

configurativa; pues, entre menos preciso 
sea el mandato, el margen de libertad 
será más amplio. Presuponer que la 
obligación debe ser colmada de un modo 
específico, aun cuando la exigencia no 
lo imponga así, sin duda, se tornaría 
una intromisión injustificada, pues en 
tanto no se contravenga la obligación, 
no se podría condicionar a una pauta 
determinada.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 64/2022 (11a.)

OMISIÓN LEGISLATIVA RELATIVA 
DE EJERCICIO OBLIGATORIO. 
NO SE ACTUALIZA CUANDO LA 
OBLIGACION DE LEGISLAR SURGE 
CON POSTERIORIDAD A LA LEY A LA 
QUE SE ATRIBUYE SU DEFICIENCIA O 
INCUMPLIMIENTO. HECHOS:

Una comunidad indígena promovió 
demanda de amparo indirecto 
reclamando la inconstitucionalidad de los 
artículos 6o, párrafo primero, 10, párrafos 
primero y cuarto, 15 y 19, fracciones I, 
II, IV, V Y VIII, de la Ley Minera, y como 
acto de aplicación el otorgamiento 
de diversos títulos para la explotación 
y exploración de minerales sobre las 
tierras que ésta habita. El Juzgado de 
Distrito del conocimiento otorgó el 
amparo a la parte quejosa, al considerar 
actualizada una omisión legislativa 
relativa de ejercicio obligatorio, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo segundo 
transitorio de la reforma constitucional 
al artículo 2°, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el catorce de 
agosto de dos mil uno, atribuyendo la 
deficiencia legislativa en los artículos 
reclamados de la Ley Minera, publicada 
el veintiséis de junio de mil novecientos 
noventa y dos. CRITERIO JURÍDICO: La 
Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que no 
existe una omisión relativa de ejercicio 
obligatorio, cuando los artículos a los que 
se atribuye el deficiente o incompleto 
cumplimiento, se emiten antes de la 
obligación constitucional para legislar. 
JUSTIFICACIÓN: Para actualizarse una 
omisión relativa, es necesario que exista 
un acto del legislador, generado a partir de 
la obligatoriedad de la orden de legislar. 
De esta manera no podrá hablarse de 
omisión relativa, si el incumplimiento 
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de legislar se atribuye a una disposición 
expedida previamente a que se generara 
dicha exigencia. En estos casos, se estaría 
en presencia de una omisión absoluta, 
porque el incumplimiento no derivaría 
de las normas anteriores, sino de la falta 
de adecuación legislativa a partir de la 
obligatoriedad.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.

correcto considerar que cuando los 
detenidos tengan la calidad de policías 
debe entenderse que la dilación en su 
puesta a disposición está justificada si 
obedece a su obligación de emitir el parte 
informativo. JUSTIFICACIÓN: El artículo 
16 constitucional reconoce el derecho 
fundamental a ser puesto a disposición 
del Ministerio Público sin demora, el cual 
deriva del principio de inmediatez que 
exige el régimen general de protección 
contra detenciones establecido en 
nuestra Constitución e impone que 
toda persona detenida tiene que ser 
presentada ante el Ministerio Público sin 
dilaciones injustificadas. Las dilaciones 
en la puesta a disposición sólo pueden 
justificarse por motivos razonables 
que tengan origen en impedimentos 
fácticos reales y comprobables, así 
como que sean compatibles con las 
facultades estrictamente concedidas a 
las autoridades. Este derecho, al tener 
lugar ante la injerencia en el diverso 
derecho a la libertad de las personas, 
debe circunscribirse a la literalidad del 
artículo 16 constitucional, en el que no 
se hace distinción con motivo de alguna 
calidad cualitativa de las personas 
detenidas, sino que se erige como una 
medida proteccionista de tutela general. 
En ese sentido, no es factible considerar 
que cuando los detenidos tengan la 
calidad de policías deba entenderse que 
la dilación en su puesta a disposición está 
justificada si obedece a su obligación 
de emitir el parte informativo, por dos 
motivos, a saber: 1) tal circunstancia 
no constituye un impedimento fáctico 
congruente con las facultades de los 
agentes aprehensores, porque desde 
un plano material no se aprecia que 
las obligaciones que pudieran tener 
las personas detenidas con motivo del 
cargo que desempeñen imposibiliten 
a los agentes aprehensores a ponerlas 
sin demora a disposición del Ministerio 
Público, ni tampoco que entre las 
facultades de los captores se encuentre 
la de velar por el cumplimiento de esas 
obligaciones; por el contrario, la detención 
como una forma constitucionalmente 
válida de afectación a la libertad 
personal supone, precisamente, una 
limitación física que impide al detenido 
continuar con sus actividades; y 2) una 
persona detenida que tenga el cargo de 
policía no tiene la obligación de rendir 
un parte informativo, dado que no 
debe perderse de vista que éste es un 
documento por el cual la policía informa 

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
1a./J. 65/2022 (11a.)

DERECHO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN 
DEL MINISTERIO PÚBLICO SIN 
DEMORA. SE TRANSGREDE CUANDO SE 
CONSIDERA QUE LA DILACIÓN EN LA 
PUESTA A DISPOSICIÓN DEL POLICÍA 
INCULPADO ESTÁ JUSTIFICADA 
PORQUE DEBE RENDIR SU PARTE 
INFORMATIVO. HECHOS:

Un policía reportó que observó en 
tiempo real, a través de cámaras de 
vigilancia de un centro de monitoreo 
de seguridad pública, la comisión de 
hechos probablemente constitutivos 
de delito por parte de otro policía; sus 
superiores solicitaron que se extrajera del 
sistema informático la videograbación 
respectiva, la observaron y ordenaron la 
presentación del implicado; por lo que al 
terminar su turno fue trasladado a unas 
oficinas de la policía para que rindiera 
su parte informativo y, posteriormente, 
fue puesto a disposición del Ministerio 
Público junto con la videograbación. 
Seguido el cauce legal correspondiente 
el inconforme promovió juicio de amparo 
directo, en el cual el Tribunal Colegiado 
de Circuito negó el amparo al considerar 
que el artículo 16 constitucional debe 
interpretarse en el sentido de que la 
dilación en la puesta a disposición de 
detenidos con cargo de policías está 
justificada si obedece a su obligación de 
emitir su parte informativo. Inconforme 
con esa determinación interpuso recurso 
de revisión. CRITERIO JURÍDICO: La 
Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que 
bajo ninguna interpretación procede 
establecer excepciones o matices al 
derecho a ser puesto a disposición 
del Ministerio Público sin demora 
que se traduzcan en una afectación 
mayor a la libertad personal autorizada 
constitucionalmente en razón de que la 
persona detenida desempeñe el cargo 
de policía; por lo que no es jurídicamente 
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al Ministerio Público las circunstancias 
en que se desarrolló su intervención 
con motivo de sus funciones, por lo que 
de ninguna manera puede entenderse 
que la narración por escrito de hechos 
con motivo de la imputación de una 
conducta probablemente delictiva 
constituye un parte informativo, por la 
sola circunstancia de que el detenido 
tenga el cargo de policía, ya que desde 
el momento en que una persona es 
detenida, con independencia del cargo 
que pudiera desempeñar, le asisten los 
derechos que en su favor reconoce el 
artículo 20 constitucional, de los que 
destaca el de no autoincriminación, 
el cual no sólo comporta el derecho 
a guardar silencio, sino también una 
prohibición dirigida a las autoridades de 
obtener evidencia auto incriminatoria 
producida por el propio inculpado 
a través de coacción o engaño; de 
manera que las autoridades policiacas 
que realizan una investigación sobre 
hechos delictivos o que llevan a cabo una 
detención no pueden en ningún caso 
interrogar al detenido.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Primera Sala de la SCJN, en sesión de 
veinticinco de mayo de dos mil veintidós.
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TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
2a./J. 17/2022 (11a.) 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
AMPARO INDIRECTO EN EL QUE SE 
RECLAMA LA OMISIÓN DE EMPLAZAR 
AL JUICIO ORDINARIO A LA PARTE 
DEMANDADA. SE SURTE EN FAVOR 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE EJERCE 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR DONDE 
HABRÁ DE LLEVARSE A CABO LA 
CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN, 
ACORDE A LO DISPUESTO POR EL 
PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 37 
DE LA LEY DE AMPARO. Hechos: 

En diversos amparos indirectos se 
reclamó la omisión de emplazar a juicio 
a la parte demandada. Los Tribunales 
Colegiados de Circuito contendientes 
sostuvieron criterios distintos, pues 
mientras uno de ellos resolvió que si bien 
es un acto omisivo –por no cumplirse con 
una obligación determinada–, lo cierto es 
que genera efectos como si se tratara de 
un acto positivo y, por tanto, se actualiza 
la regla contenida en el primer párrafo 
del artículo 37 de la Ley de Amparo. 
En cambio, el otro órgano colegiado 
consideró que el acto reclamado es de 
naturaleza omisiva, que no requiere de 
ejecución material y, en consecuencia, 
resulta aplicable la regla de competencia 
prevista por el párrafo tercero del invocado 
artículo 37.Criterio jurídico: La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que la omisión de 
emplazar al juicio ordinario a la parte 
demandada constituye una omisión 
con ejecución material, que actualiza la 
hipótesis prevista en el párrafo primero 
del artículo 37 de la Ley de Amparo, 
conforme al cual, resulta competente 
para conocer de la demanda el Juez 
de Distrito que ejerza jurisdicción en el 
domicilio donde deba ser emplazada 
la parte demandada. Justificación: A 
partir de lo dispuesto por los artículos 
14 y 17 de la Constitución Federal, se 
obtiene que en todo juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, 
deben cumplirse las formalidades 
esenciales del procedimiento acorde a 
las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho, destacando por su relevancia, 
el emplazamiento; aunado a que uno 
de los principios que constituyen la 
tutela judicial efectiva es la justicia 
pronta. Entonces, la omisión de llevar 
a cabo el emplazamiento en un juicio 
ordinario, para los efectos del juicio de 
amparo, constituye un acto que genera 
consecuencias positivas en el plano 
fáctico, precisamente porque se paraliza 

el procedimiento en detrimento de la 
justicia pronta, a partir de la inobservancia 
de una de las formalidades esenciales 
del procedimiento, que representa 
primordial relevancia al constituir uno 
de los actos principales que dan paso al 
desarrollo del procedimiento a través del 
cual se desahogan las pruebas que, en su 
caso, aportan las partes al juicio y se oyen 
los alegatos que al efecto se presentan, 
culminando con la resolución que dicte el 
derecho. Por tanto, cuando en el juicio de 
amparo indirecto se acuda a reclamar la 
omisión del órgano judicial de emplazar 
a juicio a la parte demandada, resulta 
legalmente competente para conocer de 
la demanda el Juez de Distrito que ejerza 
jurisdicción en el domicilio donde habrá 
de llevarse a cabo tal emplazamiento, 
acorde a lo dispuesto por el párrafo 
primero del artículo 37 de la Ley de 
Amparo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Segunda Sala de la SCJN, que se publicó 
el trece de mayo de dos mil veintidós.

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
2a./J. 23/2022 (11a.) 

COMPETENCIA PARA RESOLVER 
LOS RECURSOS DE REVISIÓN Y 
LAS SOLICITUDES DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN, VINCULADOS CON 
ASUNTOS JURISDICCIONALES DE 
LOS QUE CORRESPONDA CONOCER 
A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN. CARECE DE ELLA 
EL INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE 
DATOS PERSONALES. 

Hechos: En un juicio de amparo indirecto 
se reclamó la resolución de un recurso de 
revisión emitida por el Pleno del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos 
Personales, en la que ordenó al Banco 
de México entregar a un particular dos 
demandas de controversia constitucional 
que promovió ante la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, bajo la 
consideración de que no es procedente 
la reserva de información. En la demanda 
se argumentó que el recurso fue resuelto 
por una autoridad incompetente, por 
lo que se violó el principio de legalidad. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información 
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y Protección de Datos Personales, 
carece de competencia para resolver 
los recursos de revisión derivados de 
los asuntos jurisdiccionales de los que 
conoce este Tribunal Constitucional, 
ya que la competencia es del Comité 
Especializado en Materia de Acceso a la 
Información Pública, integrado por tres 
Ministros, en términos de lo previsto en 
el artículo 6, apartado A, fracción VIII, 
párrafo cuarto, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, lo que 
incluye las solicitudes de información 
formuladas por particulares que atañen a 
esos sumarios. Justificación: El precepto 
constitucional ordena que ese Instituto 
tiene competencia para conocer de las 
cuestiones relacionadas con el acceso 
a la información pública y la protección 
de datos personales de cualquier 
autoridad, entidad, órgano u organismo 
que forme parte de alguno de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y fondos públicos, así como 
de cualquier persona física, moral o 
sindicatos que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad 
en el ámbito federal, con excepción 
de los expedientes jurisdiccionales 
que correspondan a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en cuyo caso 
resolverá un comité integrado por tres 
Ministros; además de que se entiende 
por asuntos jurisdiccionales, aquellos que 
estén relacionados con el ejercicio de la 
función constitucional de impartición de 
justicia, según los artículos 194 y 195 de 
la Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, así como 166 y 
167 de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Segunda Sala de la SCJN, que se publicó 
el veinte de mayo de dos mil veintidós.

Hechos: La autoridad fiscal ejerció su 
facultad de revisión electrónica de 
contribuciones respecto de una persona 
moral, emitió y notificó resolución 
definitiva fuera del plazo de 40 días que 
tiene para tal efecto, determinándole 
un crédito fiscal. En contra de dicho 
crédito se promovió juicio contencioso 
administrativo, el cual resolvió la Sala 
correspondiente en el sentido de 
reconocer su validez. En desacuerdo 
con la sentencia respectiva, la persona 
jurídica promovió juicio de amparo 
directo, el cual resolvió el Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento 
concediendo el amparo solicitado, ante lo 
cual la autoridad fiscal interpuso recurso 
de revisión. Criterio jurídico: La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la interpretación 
conforme a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos del artículo 
53-B, fracción IV, del Código Fiscal de 
la Federación, a la luz de los principios 
de interpretación más favorable y de 
seguridad jurídica, permite concluir que el 
hecho de que la autoridad fiscal no emita 
ni notifique la resolución definitiva en el 
procedimiento de revisión electrónica 
de contribuciones en el plazo de 40 días, 
computado a partir de que venza el plazo 
de 15 días para que el contribuyente 
haga valer su derecho de audiencia o 
corrija su situación mediante el pago 
total propuesto, o cuando se hayan 
desahogado las pruebas que aportó, trae 
como consecuencia la nulidad lisa y llana 
de la resolución emitida, en términos 
del artículo 52, fracción II, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo. Justificación: Con la 
facultad de revisión electrónica de 
contribuciones el legislador buscó 
reducir los costos de operación y los 
tiempos en el ejercicio de las facultades 
de comprobación, además de acotar 
la actuación de la autoridad fiscal por 
la naturaleza misma de los medios que 
emplea (mecanismos electrónicos de 
procesamiento y almacenamiento de 
datos), de ahí que se encuentre obligada, 
compelida o forzada a emitir y notificar la 
resolución definitiva en el plazo de 40 días, 
ya que de otra manera el contribuyente 
se encontraría en estado de inseguridad 
jurídica respecto de su inacción en el 
lapso señalado. Adicionalmente, las 
consecuencias jurídicas que conlleva 
la actualización de los supuestos 
normativos del artículo 53-B del Código 
Fiscal de la Federación, en el caso de que 

TESIS 
JURISPRUDENCIAL 
2a./J. 24/2022 (11a.)  REVISIÓN ELECTRÓNICA DE 

CONTRIBUCIONES. EL HECHO DE 
QUE LA AUTORIDAD FISCAL NO 
EMITA NI NOTIFIQUE LA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA EN ESE PROCEDIMIENTO 
EN EL PLAZO DE 40 DÍAS, TRAE COMO 
CONSECUENCIA LA NULIDAD LISA Y 
LLANA DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA 
(INTERPRETACIÓN CONFORME DEL 
ARTÍCULO 53-B, FRACCIÓN IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN).
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el contribuyente no ejerza su derecho a 
la defensa ni corrija su situación fiscal 
mediante el pago de la preliquidación 
que se le adjunta, conlleva que la 
resolución provisional que le notifica la 
autoridad fiscal se torne en resolución 
definitiva, convirtiéndose en un típico 
acto de autoridad (unilateral, imperativo 
y coercitivo) impugnable mediante los 
medios de defensa correspondientes, 
por lo que no existe razón práctica ni 
lógica para que la autoridad fiscal no 
emita ni notifique la resolución definitiva 
en el plazo de 40 días. En caso de que la 
autoridad fiscal no la emita ni notifique 
en dicho plazo, la consecuencia de su 
actuar implica que, de impugnarse esa 
resolución definitiva en el contencioso 
administrativo, se actualice la causal de 
nulidad prevista en el artículo 51, fracción 
IV, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, toda vez que 
la resolución se emitió en contravención 
a lo dispuesto en el artículo 53-B, fracción 
IV, del Código Fiscal de la Federación.

Tesis jurisprudencial aprobada por la 
Segunda Sala de la SCJN, que se publicó 
el veinte de mayo de dos mil veintidós.
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1. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 10 de 
mayo de 2022, se publicó: 

DECRETO por el que se 
adiciona una fracción X al 
artículo 5o. de la Ley de los 
Derechos de las Personas 
Adultas Mayores.

En esencia, se establece 
que de manera enunciativa 
y no limitativa, la Ley de los 
Derechos de las Personas 
Adultas Mayores tiene 
por objeto garantizar a las 
personas adultas mayores el 
derecho de la información, 
plural, oportuna y accesible, 
la cual será garantizada por el 
Estado, entre otros. 

2. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 11 de 
mayo de 2022, se publicó: 

DECRETO por el que se 
reforman y adicionan diversas 
Leyes Federales. En esencia, 
para observar el principio de 
paridad de género. 

En particular, en cuanto a la Ley 
Federal de Defensoría Pública 
se reforman los artículos 23; 
27; 28; 30; 31, primer y último 
párrafo y las fracciones I, III 
y IV; 32, primer párrafo y las 
fracciones II, III, IV, V, VI y XI; 33, 
primer párrafo y las fracciones 
I y IV y la denominación del 
Capítulo III.  En esencia, se 
establece un texto inclusivo en 
cuanto a la conformación del 
Instituto Federal de Defensoría 
Pública, observando el 
principio de paridad de género.

Por lo que respecta a la Ley 
General de Salud se reforma el 
artículo 15 y 17 bis, agregando 
un texto inclusivo en materia 
de paridad de género, en los 
cuales se señala como estará 
integrado el Consejo de 
Salubridad y se establece como 
será nombrada la persona al 
frente de la Comisión Federal 
para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios.

Por lo que hace a la Ley de 
Concursos Mercantiles se 
reforma el artículo 314, en 
esencia establece como estará 
integrada la Junta Directiva, 
observando el principio de 
paridad de género.

3. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 13 de 
mayo de 2022, se publicó: 

I. DECRETO por el que se 
deroga la fracción I del 
artículo 26 de la Ley Federal 
para Prevenir y Eliminar la 
Discriminación.

En esencia, dicha fracción 
establecía, que para ocupar 
la presidencia del Consejo 
Nacional para Prevenir la 
Discriminación, se requería 
contar con título profesional. 

II. DECRETO por el que 
se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de 
la Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada 
de Personas, Desaparición 
Cometida por Particulares 
y del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas.

Diario 
Oficial de la 
Federación
Modificaciones 
legislativas del 
mes de mayo de 
2022, las cuales 
ya aparecen 
publicadas en 
la página del 
Poder Judicial 
del Estado www.
pjetam.gob.
mx en el orden 
siguiente:
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En esencia, se establece 
que el citado ordenamiento 
legal tiene como objeto 
crear el Centro Nacional de 
Identificación Humana como 
una unidad administrativa, 
con independencia técnico-
científica, adscrita a la Comisión 
Nacional de Búsqueda.

Asimismo, se señala que para 
efectos de la Ley General 
en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por 
Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de 
Personas, que se entiende 
por: Enfoque de identificación 
humana complementario, 
Enfoque individualizado o 
tradicional, y Enfoque masivo 
o a gran escala.

4. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 16 de 
mayo de 2022, se publicó: 

DECRETO por el que se 
reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley 
General de Salud, en materia 
de Salud Mental y Adicciones.

En esencia, se establece que 
el consentimiento informado, 
constituye el núcleo del 
derecho a la salud, tanto 
desde la perspectiva de la 
libertad individual como de las 
salvaguardas para el disfrute 
del mayor estándar de salud. 
El consentimiento informado 
es la conformidad expresa de 
una persona, manifestada por 
escrito, para la realización de 

un diagnóstico o tratamiento 
de salud. 

Todos los prestadores de 
servicios de salud, públicos 
o privados, están obligados 
a comunicar a la persona, de 
manera accesible, oportuna y 
en lenguaje comprensible, la 
información veraz y completa, 
incluyendo los objetivos, los 
posibles beneficios y riesgos 
esperados, y las alternativas 
de tratamiento, para 
asegurar que los servicios se 
proporcionen sobre la base 
del consentimiento libre e 
informado. 

5. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 17 de 
mayo de 2022, se publicó: 

DECRETO por el que se 
reforman los artículos 1 y 9 de 
la Ley Federal para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación.

En esencia, se agrega la salud 
física o mental como motivo 
de discriminación. Asimismo, 
se establece que se consideran 
como discriminación: Negar 
la prestación de servicios 
financieros a personas con 
discapacidad y personas 
adultas mayores o por motivo 
de la condición de salud 
física o mental; difundir sin 
consentimiento de la persona 
agraviada información sobre 
su condición y antecedentes 
de salud física o mental, o sobre 
cualquier otro dato personal 
sensible; y estigmatizar y negar 
derechos a personas con VIH/
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SIDA, o cualquier condición o 
antecedentes de salud física o 
mental.

6.  En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 18 de 
mayo de 2022, se publicó: 

I. DECRETO por el que se 
reforman los artículos 17, 35 
y 36 de la Ley General para 
la Igualdad entre Mujeres y 
Hombres. 

En esencia, dicho 
ordenamiento legal establece 
que la Política Nacional que 
desarrolle el Ejecutivo Federal 
deberá considerar: Fomentar la 
participación y representación 
política paritaria entre mujeres 
y hombres.

Por otra parte, el Capítulo 
Tercero del Título IV cambia 
su denominación de “De la 
participación y representación 
política equilibrada de las 
mujeres y los hombres” a “De la 
participación y representación 
política paritaria de las mujeres 
y los hombres”.

La Política Nacional 
propondrá los mecanismos 
de operación adecuados 
para la participación paritaria 
entre mujeres y hombres 
en la toma de decisiones 
políticas y socioeconómicas, 
para esos efectos, las 
autoridades correspondientes 
desarrollarán las siguientes 
acciones: Evaluar por medio 
del área competente de 
la Comisión Nacional de 

los Derechos Humanos, la 
participación paritaria entre 
mujeres y hombres en los 
cargos de elección popular; así 
como promover participación 
y representación paritaria 
entre mujeres y hombres 
dentro de las estructuras de los 
partidos políticos; y fomentar 
la participación paritaria de 
mujeres y hombres en altos 
cargos públicos, entre otros.

II. DECRETO por el que se 
adiciona un inciso l) a la 
fracción II del artículo 12 de la 
Ley del Instituto Nacional de 
los Pueblos Indígenas.

En esencia, se agrega la 
Secretaria de Cultura a la 
Junta de Gobierno del Instituto 
Nacional de los Pueblos 
Indígenas.

III. DECRETO por el que se 
reforma el artículo Quinto 
Transitorio del “Decreto 
por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Federal 
del Trabajo, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la 
Federación, de la Ley Federal 
de la Defensoría Pública, de 
la Ley del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores y de la Ley 
del Seguro Social, en materia 
de justicia laboral, libertad 
sindical y negociación 
colectiva”, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación 
el 1 de mayo de 2019.
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En esencia, se establece que 
el plazo de inicio de funciones 
de la Autoridad Conciliadora 
Local y Tribunales Locales. 
Los Centros de Conciliación 
locales y los Tribunales del 
Poder Judicial de las Entidades 
Federativas iniciarán 
actividades a más tardar 
el 3 de octubre de 2022, en 
términos de lo que establezca 
su propia normatividad y 
posibilidades presupuestales, 
conforme a lo que determinen 
sus poderes locales. Los 
Centros de Conciliación locales 
deberán entrar en operación 
en cada entidad federativa, 
en la misma fecha en que lo 
hagan los Tribunales Locales, 
conforme a las disposiciones 
previstas en el citado Decreto.

7. En Diario Oficial de la 
Federación de fecha 31 de 
mayo de 2022, se publicó: 

DECRETO por el que se 
prohíbe la circulación y 
comercialización en el interior 
de la República, cualquiera 
que sea su procedencia, de 
los Sistemas Electrónicos 
de Administración de 
Nicotina, Sistemas Similares 
sin Nicotina, Sistemas 
Alternativos de Consumo 
de Nicotina, cigarrillos 
electrónicos y dispositivos 
vaporizadores con usos 
similares, así como las 
soluciones y mezclas 
utilizadas en dichos sistemas.
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1. En Periódico Oficial del 
Estado de Tamaulipas de 
fecha 04 de mayo de 2022, 
se publicó: 

I. DECRETO No. 65-
164 mediante el cual se 
reforma el artículo segundo 
transitorio del Decreto No. 
LXIV-795 mediante el cual 
se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de 
la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado, en materia 
de tribunales laborales, 
publicado el Periódico Oficial 
del Estado el 29 de septiembre 
de 2021.

En esencia establece que la 
Legislatura del Estado, emitirá 
la declaratoria de entrada en 
funciones de los Tribunales 
Laborales, sin sobrepasar el 
plazo legal que al efecto se 
establece en el respectivo 
régimen transitorio de la 
Ley Federal del Trabajo para 
su cumplimiento. Dicha 
declaratoria deberá ser 
ampliamente difundida en 
todo el territorio del Estado 
y publicarse en el Periódico 
Oficial del Estado.

2. En Periódico Oficial del 
Estado de Tamaulipas de 
fecha 05 de mayo de 2022, se 
publicó:
 
I. DECRETO No. 65-
151 mediante el cual se 
declaran procedentes las 
observaciones parciales 
del Titular del Ejecutivo del 

Estado de Tamaulipas, en 
relación al Decreto Número 
65-138, mediante el cual se 
adicionan los párrafos quinto 
y sexto al artículo 59 del 
Código Civil para el Estado 
de Tamaulipas; por lo que 
derivado de la aprobación de 
las observaciones formuladas 
se hace necesario desechar 
el párrafo sexto adicionado 
al artículo 59 del Código Civil 
para el Estado de Tamaulipas, 
del Decreto Número 65-
138, para darle coherencia 
normativa necesaria para su 
aplicación.

II. DECRETO No. 65- 153 
mediante el cual adiciona 
un artículo 89 Bis a la Ley 
de Salud para el Estado de 
Tamaulipas. 

El citado ordenamiento legal 
estable que la diabetes tipo 1 
tendrá carácter prioritario, y 
por consiguiente la Secretaria 
de Salud del Gobierno 
del Estado de Tamaulipas 
garantizará que la población 
que sufre de ese padecimiento 
sea debidamente atendida, 
bajo los más altos estándares 
médicos y clínicos. 

III. DECRETO No. 65-154 
mediante el cual se reforman 
los incisos ñ) y o), y se 
adiciona el inciso p) al párrafo 
1 del artículo 9 de la Ley 
para Prevenir y Erradicar la 
Discriminación en el Estado 
de Tamaulipas.

Periódico
Oficial del 
Estado de  
Tamaulipas
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En esencia, se establece que 
ningún órgano público, estatal 
o municipal, autoridad, servidor 
público, persona física o moral, 
realizará actos o desplegará 
conductas que discriminen a 
las mujeres, incluyendo, entre 
otras, las conductas: Prohibir, 
limitar o restringir el acto 
de amamantar en espacios 
públicos.

IV. DECRETO No. 65-155 
mediante el cual se reforma la 
fracción XXV, y se adiciona la 
fracción XXVI, recorriéndose 
la actual XXVI, para ser XVII 
del artículo 12 de la Ley de 
Educación para el Estado de 
Tamaulipas

El citado ordenamiento 
establece que corresponde 
a la Secretaría de Educación 
del Estado de Tamaulipas 
diversas atribuciones en 
materia educativa, las 
cuales podrá delegar en las 
unidades administrativas 
correspondientes, sin 
contravenir las disposiciones 
jurídicas aplicables, tal y como: 
Fomentar entre los educandos 
la honestidad y la integridad 
para fortalecer el tejido social, 
así como para evitar y combatir 
la corrupción, además de 
difundir la función del Sistema 
Estatal Anticorrupción y las 
autoridades que lo integran.

V. DECRETO No. 65-156 
mediante el cual se reforma 
el artículo 34, párrafo 1, 
fracción VI de la Ley de los 
Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de 
Tamaulipas; y se adiciona el 
inciso e) a la fracción I del 
artículo 3º recorriéndose las 
subsecuentes en su orden 
natural de la Ley de Salud 
para el Estado de Tamaulipas.

Por lo que respecta a la Ley de 
los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes del Estado 
de Tamaulipas, en esencia se 
señala que las autoridades se 
coordinarán a fin de establecer 
las medidas tendientes a 
prevenir, informar, orientar, 
atender, controlar y vigilar 
en materia de embarazo 
temprano, en donde se 
considere fundamental que las 
niñas y adolescentes acudan a 
sus citas médicas.

En cuanto a la Ley de Salud para 
el Estado de Tamaulipas se 
establece que en los términos 
de la citada ley y disposiciones 
legales aplicables, es materia 
de salubridad la prevención, 
información, orientación, 
investigación, atención, 
controlar y vigilar en materia de 
embarazo temprano, en donde 
se considere fundamental 
que las niñas y adolescentes 
acudan a sus citas médicas.

3. En Periódico Oficial del 
Estado de Tamaulipas de 
fecha 12 de mayo de 2022, se 
publicó:

DECRETO No. 65-141 mediante 
él se emite la declaratoria de 
extinción de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado 
de Tamaulipas.
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En esencia, se emite la 
declaratoria de extinción 
de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de 
Tamaulipas, en términos de 
lo dispuesto por los artículos 
125, de la Constitución Política 
del Estado de Tamaulipas, y 
Vigésimo Primero Transitorio 
de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General de Justicia del Estado 
de Tamaulipas, para los efectos 
legales conducentes. 

Por lo que respecta, a la 
Alerta de Violencia de 
Género contra las mujeres se 
establece que es el conjunto 
de acciones gubernamentales 
coordinadas, integrales, de 
emergencia y temporales 
realizadas entre las autoridades 
de los tres órdenes de gobierno, 
para enfrentar y erradicar la 
violencia feminicida en un 
territorio determinado; así 
como para eliminar el agravio 
comparado, resultado de las 
desigualdades producidas 
por determinado; así como 
para eliminar el agravio 
comparado, resultado de las 
desigualdades producidas por 
ordenamientos  jurídicos  o  
políticas  públicas  que impiden  
el  reconocimiento  o  ejercicio  
de  los  derechos humanos de 
las mujeres, las adolescentes y 
las niñas, a fin de garantizar su 
pleno acceso al derecho a una 
vida libre de violencias.

II. DECRETO por el que se 
adiciona una fracción XIV al 
artículo 17 de la Ley General 
para la Igualdad entre Mujeres 
y Hombres.

En esencia se establece que la 
política Nacional que desarrolle 
el Ejecutivo Federal deberá 
considerar los siguientes 
lineamientos: Fomentar el 
desarrollo, participación y 
reconocimiento de las mujeres 
en la ciencia y la tecnología, 
así como el desarrollo de 
investigaciones personales, 
entre otros.
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